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1) TEXTO DE LA CITACION mañana jueves 29, a la hora 16, a fin de informarse de 


“Montevideo, 28 de junio de 2000. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria, en régimen de cuarto intermedio, 


los asuntos entrados y considerar el siguiente 
ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular del proyecto de ley 
por el que se modifican distintos artículos de la Ley 
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N* 16.017, de 20 de enero de 1989, relativa al recur- 
so de referéndum contra las leyes. 


(Carp. N* 194/2000 - Rep. N* 46/2000) 


Hugo Rodríguez Filippini Mario Farachio 
Secretario Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Atchugarry, 
Batlle, Carminatti, Cid, Correa Freitas, Couriel, Chiesa, 
Chiruchi, Fau, Fernández Huidobro, Garat, García Costa, 
Gargano, Heber, Korzeniak, Michelini, Millor, Mujica, Nin 
Novoa, Pereira, Pereyra, Riesgo, Rubio, Sanabria, Sangui- 
netti, Segovia, Singer, Virgili y Xavier. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente y los señores 
Senadores Astori, Larrañaga, Malaquina y Pou; con aviso: 
Núñez. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 12 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 29 de junio de 2000. 


La Presidencia de la Asamblea General destina va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo reiterando los pro- 
yectos de ley: 


por el que se aprueba el “Arreglo de Madrid” relati- 
vo al Registro Internacional de Marcas, aprobado en 
abril de 1891 y modificado en Niza en 1957, en 
Estocolmo en 1967 y el 2 de octubre de 1979; 


por el que se aprueba el Acuerdo de Cooperación en 
el Campo del Turismo entre el Gobierno de la Re- 
pública y el Gobierno del Estado de Israel; 


por el que se aprueban las Actas y Resoluciones de 
la Unión Postal Universal, emanadas de los Congre- 
sos XIX, XX y XXI de dicha Organización, celebra- 
dos en Hamburgo 1984, Washington 1989 y Seúl 
1994 y que comprenden los Tercero, Cuarto y Quin- 
to Protocolos Adicionales a la Constitución de la 
Unión Postal Universal, el Reglamento General y 
las Resoluciones; 


por el que se aprueba el Acuerdo de Cooperación 
Turística entre el Gobierno y el Gobierno de la Re- 
pública de Nicaragua. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas comunicando las re- 
soluciones adoptadas en los siguientes expedientes: 


de la Universidad de la República (Facultad de Hu- 
manidades y Ciencias de la Educación) relacionado 
con la certificación de deuda con diversos órganos 
de prensa y el SODRE 


de la Corporación Nacional para el Desarrollo, rela- 
cionado con la Auditoría cometida a funcionarios 
del Tribunal de Cuentas para examinar los Estados 
Contables de dicha Corporación 


de la Administración Nacional de Correos, relacio- 
nado con los Estados Financieros correspondientes 
a la ejecución del proyecto financiado parcialmente 
con recursos del Contrato de Préstamos FONPLA- 
TA UR-8/93 


de la Comisión Administradora del Fondo del Segu- 
ro de Salud para los funcionarios de la Administra- 
ción de las Obras Sanitarias del Estado, relacionado 
con el Estado de Situación, el Estado de Resultados, 
el Estado de Origen y Aplicación de Fondos y el 
Estado de Ejecución Presupuestal correspondiente 
al ejercicio finalizado el 31 de diciembre de 1998 


de la Presidencia de la República, relacionado con 
el sumario administrativo instruido al funcionario 
Raúl Julio Fernández Pereyra. 

-TENGANSE PRESENTES. ” 


PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de in- 
formes. 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución de la República el señor Senador 
Luis Alberto Heber solicita se curse un pedido de infor- 
mes al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, con destino al Movimiento de 
Erradicación de la Vivienda Insalubre Rural, relaciona- 
do con la existencia de un programa de ejecución de 
viviendas para Cebollatí, departamento de Rocha. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO.” 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 28 de junio de 2000. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito a usted se curse 
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el presente al Movimiento de Erradicación de la Vi- 
vienda Insalubre Rural (MEVIR), a través del Ministe- 
rio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, solicitando información sobre los siguientes pun- 
tos: 


1. Si existe un Programa de ejecución de viviendas 
para Cebollatí - Departamento de Rocha y, en caso afir- 
mativo, si se ha hecho llamado a inscripciones y cómo 
se ha instrumentado. 


2. En caso de ser negativa la posibilidad de un nue- 
vo emprendimiento, se indique las causas. 


3. Si se ha designado una nueva Comisión para aten- 
der el tema en la localidad y, en caso afirmativo, en qué 
fecha cesó la Comisión anterior. 


Sin otro particular saludo a usted muy atentamente. 


Luis A. Heber. Senador.” 


5) RECURSO DE REFERENDUM CONTRA LAS LE- 
YES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra al orden del día 
con la consideración del único punto que figura en él: “Discu- 
sión general y particular del proyecto de ley por el que se 
modifican distintos artículos de la Ley N* 16.017, de 20 de 
enero de 1989, relativa al recurso de referéndum contra las 
leyes. (Carp. N* 194/2000 - Rep. N* 46/2000)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 194/2000 
Rep. N* 46/2000 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1”.- Sustitúyese el artículo 21 de la Ley 
N* 16.017, de 20 de enero de 1989, por el siguiente: 


“ARTICULO 21.- El recurso de referéndum contra 
las leyes, instituido por el inciso segundo del artículo 
79 de la Constitución de la República, podrá interpo- 
nerse por el 25% (veinticinco por ciento) del total de 
inscriptos habilitados para votar, contra la totalidad de 
la ley o, parcialmente, contra uno o más de sus artícu- 
los, precisamente individualizados, dentro del año de su 
promulgación, cumpliendo con las siguientes condicio- 
nes: 


1% La comparecencia deberá realizarse por escrito 
ante la Corte Electoral, estampando la impresión dígito 
pulgar derecho y la firma de los promotores. 


2%) Su nombre, la serie y número de su credencial 
vigente. 


3) El nombre y la identificación cívica de quienes 
actuarán como representantes de los promotores. 


4%) El domicilio común que constituyen a todos los 
efectos. 


5”) La ley o disposición legal objeto del recurso, 
cuyo texto deberán también acompañar en el ejemplar 
del Diario Oficial en que se hubiera publicado. 


La Corte Electoral dispondrá de un plazo de ciento 
cincuenta días hábiles, contados a partir del vencimien- 
to del año de la promulgación de la disposición legal 
objeto del recurso, para calificar la procedencia del mis- 
mo y para dictaminar si se ha alcanzado el porcentaje 
requerido en el inciso primero del presente artículo. 


La decisión que negare la procedencia de la interpo- 
sición será susceptible del recurso de revisión para ante 
la propia Corte Electoral, que podrán presentar los pro- 
motores de dicha interposición o sus representantes en 
un término perentorio de diez días contínuos, que corre- 
rán a partir del día siguiente al de su notificación. 


Si la Corte Electoral no se pronunciare dentro de los 
plazos indicados, se considerará aceptada la proceden- 
cia del recurso y se procederá con arreglo a lo dispuesto 
en el artículo 37.” 


Artículo 2*.- Sustitúyese el Capítulo IV de la Ley 
N* 16.017, de 20 de enero de 1989, por el siguiente: 


“CAPITULO IV 


DE LA FACILITACION PARA LA 
INTERPOSICION DEL RECURSO DE 
REFERENDUM CONTRA LAS LEYES 


ARTICULO 30.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
Capítulo precedente, podrán promover la interposición 
del recurso de referéndum ante la Corte Electoral com- 
pareciendo en un número no inferior al 2% (dos por 
ciento) de los inscriptos habilitados para votar, dentro 
de los ciento cincuenta días contados desde el siguiente 
al de la promulgación de la ley, cumpliendo con las 
condiciones establecidas en los numerales 1* a 5* inclu- 
sive del artículo 21 de la presente ley. 


ARTICULO 31.- Producida esta comparecencia, la 
Corte Electoral calificará la procedencia del recurso en 
un término de cuarenta y cinco días continuos, que se 
contarán a partir del día siguiente a dicha comparecen- 
cia. 


Al efecto indicado, la Corte Electoral dictaminará: 
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A) Si los promotores de la interposición del recurso 
alcanzan el porcentaje requerido por el artículo anterior. 


B) Si la promoción de la interposición del recurso se 
ha realizado dentro del término señalado en dicho artículo. 


C) Si la ley o la disposición legal de que se trata es 
recurrible, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 
22 y 23 de la presente ley. 


Si no se hubiere llenado cualquiera de estos extre- 
mos, la Corte Electoral declarará no proceder la inter- 
posición del recurso. En caso contrario, franqueará los 
procedimientos para su interposición. 


La decisión que negare la procedencia de la interpo- 
sición será susceptible del recurso de revisión para ante 
la propia Corte Electoral, que podrán presentar los pro- 
motores de dicha interposición o sus representantes en 
un término perentorio de diez días continuos, que corre- 
rán a partir del día siguiente al de su notificación. La 
Corte Electoral reglamentará los procedimientos relati- 
vos a la sustanciación y decisión del recurso. 


ARTICULO 32.- Si la Corte Electoral no se pronun- 
ciare dentro del indicado término de diez días conti- 
nuos, se considerará aceptada la procedencia del recur- 
so y se procederá con arreglo a lo dispuesto por el 
artículo siguiente. 


ARTICULO 33.- Calificada afirmativamente, luego 
del control sumario de la regularidad formal de la com- 
parecencia, la procedencia del recurso, la Corte Electo- 
ral convocará, públicamente, mediante aviso a publicar 
por cinco días contínuos en el Diario Oficial y en dos 
diarios de circulación nacional, a los inscriptos habilita- 
dos para votar que deseen adherir al recurso, a que lo 
hagan en forma que se determina en el artículo siguiente. 


S1 del control de la regularidad formal de la compa- 
recencia resultare, previamente, el incumplimiento de 
algunos de los requisitos exigidos por los ordinales 2"), 
3%) y 4%) del artículo 30, la Corte Electoral lo comunica- 
rá por escrito a los promotores de la interposición del 
recurso o a sus representantes y declarará suspendido el 
transcurso del término establecido en el artículo 31, pu- 
diendo aquéllos subsanar dicho incumplimiento en un 
término de siete días continuos, que se contarán a partir 
del día siguiente al de la notificación recibida y a cuyo 
vencimiento volverá a correr el término para calificar la 
procedencia del recurso. 


CAMARA DE SENADORES 


para el domingo inmediato siguiente. A tal efecto se 
aplicarán, en lo pertinente, las disposiciones que rigen 
para la emisión del voto en las elecciones nacionales, 
formulándose las adhesiones ante Comisiones Recepto- 
ras que se instalarán, en cantidad similar a las que se 
conforman en una elección. 


Los recurrentes deberán introducir en el sobre co- 
rrespondiente una hoja en la que se leerá: “nterpongo 
el recurso de referéndum contra...”. Esta leyenda con- 
cluirá con la mención de la ley o de aquellos de sus 
artículos que se pretendiere impugnar. 


La Corte Electoral reglamentará la convocatoria y el 
acto de expresión de voluntad de los recurrentes en todo 
lo no previsto por este artículo. 


ARTICULO 35.- Realizado el escrutinio y si los 
recurrentes alcanzaren el porcentaje del 25% (veinticin- 
co por ciento) previsto en el inciso segundo del artículo 
79 de la Constitución de la República, la Corte Electo- 
ral procederá en la forma establecida en el artículo 37. 


La decisión de la Corte Electoral que declarare que 
no han alcanzado el 25% (veinticinco por ciento) de los 
inscriptos habilitados para votar será recurrible en la 
misma forma y términos previstos en el artículo 31. 


ARTICULO 36.- La interposición del recurso de re- 
feréndum no tendrá efecto suspensivo sobre la ley recu- 
rrida.* 


Artículo 3".- Sustitúyese el artículo 37 de la Ley 
N* 16.017, de 20 de enero de 1989, por el siguiente: 


“ARTICULO 37.- Si el recurso hubiere sido deduci- 
do por el 25% (veinticinco por ciento) de los inscriptos 
habilitados para votar, la Corte Electoral convocará al 
Cuerpo Electoral a referéndum, el que deberá realizarse 
dentro de los ciento veinte días siguientes al de la pro- 
clamación que el recurso fue interpuesto en tiempo y 
forma. 


Si dentro del plazo de ciento veinte días referido en 
el inciso anterior, se celebraran las elecciones fijadas 
por los numerales 9* y 12 del artículo 77 y el artículo 
151 de la Constitución de la República, el referéndum 
se realizará dentro de los cuarenta y cinco días posterio- 
res a la realización de las elecciones internas, de la 
segunda vuelta electoral o de las elecciones municipa- 
les, según el caso.” 
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Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 14 de junio de 2000. 


ARTICULO 34.- Quienes deseen adherir al recurso 
deberán expresar su voluntad en forma secreta y en acto 
que se celebrará en todo el país, cuarenta y cinco días 
después de efectuada la calificación afirmativa referida 
en el inciso primero del artículo 33 de la presente ley, 
que para el caso de no ser día domingo, se trasladará Secretario.” 


Washington Abdala 
Horacio Catalurda Presidente 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 

- En discusión general. 

SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Atchugartry. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Observo que el señor Presiden- 
te tenía dudas, pero debo decir que son justificadas porque, en 
realidad, no hay un informe en mayoría, sino dos informes en 
minoría. Precisamente, ellos son fruto del trabajo de la Comi- 
sión de Constitución y Legislación que trató este asunto que 
está a consideración del Senado, que viene con la aprobación 
de la Cámara de Representantes y refiere a la sustitución de 
algunas disposiciones de la Ley N* 16.017, de 20 de enero de 
1989, que es la que, entre otras cosas, reglamenta el recurso de 
referéndum previsto en el artículo 79 de la Constitución de la 
República. 


En primer lugar, debo decir que el ámbito de aplicación lo 
da la propia Constitución al referir que por mayoría absoluta 
del total de componentes de cada Cámara se puede reglamen- 
tar este recurso, originalmente previsto con el plazo de un año, 
y a interponer por el 25% de los ciudadanos inscriptos. 


Como todos sabemos, señor Presidente, hasta el año 1989 
la ley no había reglamentado la manera de interponer este re- 
curso y siempre estuvo dado por la manifestación de ese por- 
centaje de ciudadanos, recogidas sus firmas, lo que dio lugar a 
las diferencias y a las dificultades que oportunamente el país 
vivió hasta el año 1989. A mi entender, es esa línea la que 
ilustró al legislador, o sea, la experiencia vivida recientemente 
en aquellos años a consecuencia del recurso interpuesto contra 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. 
Como fruto de ello, el legislador armó un sistema que todos 
conocemos que supone, en última instancia, dos convocatorias 
al cuerpo electoral, lo que es disparado por la presentación del 
0,5% de los ciudadanos habilitados a votar, aproximadamente, 
unas 11.000 ó 12.000 voluntades. 


Ya en las conversaciones sobre la reforma constitucional, 
reiteradas veces estuvo a consideración de las diversas Comi- 
siones y, en ocasiones, hubo algún principio de acuerdo para 
modificar este recurso, asunto que no prosperó. 


También hay varios proyectos, algunos de los cuales inten- 
taron modificarlo y, precisamente, el señor Senador Korzeniak 
recordaba uno presentado por el ex Senador Santoro, que es el 
que sirve de antecedente a esta iniciativa propuesta el 8 de 
agosto de 1998 por la Bancada del Nuevo Espacio en la Cáma- 
ra de Representantes. 


La mecánica que se trae a consideración, en definitiva, es 
la siguiente. Se deja claro que hay un recurso siempre de fondo 
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a partir de la manifestación directa del 25% de los habilitados 
a hacerlo, con un requerimiento de estampar la impresión dígi- 
to pulgar sobre la base de que ese es un elemento habitualmen- 
te solicitado por la Corte Electoral. Esto se hace de esa manera 
porque se da una mayor certeza y, además, este organismo esta 
equipado muy escuetamente con apenas tres o cuatro expertos 
calígrafos, que tienen que comparar materiales, a veces, con 
cincuenta años de distancia entre la firma de un joven de 18 
años y el actual votante maduro o de tercera edad. Por otra 
parte, tiene más de veinte o treinta personas expertas en la 
comparación de huellas dactilares e, inclusive, hoy por hoy 
hasta hay computadoras que lo hacen. 


Por lo tanto, lo primero que hace el proyecto es amparar 
esta petición para cualquiera de los mecanismos de la Corte 
Electoral. A su vez, al modificar los artículos 30 y siguientes, 
establece que hay una vía de fondo con un plazo de un año 
para cumplir con la Constitución, que puede ser interpuesta 
directamente por el 25 %; además, hay otra vía que el proyecto 
califica de facilitación del recurso, en la que se mantiene una 
de las instancias -no las dos- que se dispara con un 2% de los 
habilitados para votar, y aquí estamos hablando, hoy por hoy, 
de aproximadamente 45.000 ciudadanos. Se reclama esa im- 
presión y, en definitiva, esto tiene como mecánica llamar al 
pueblo a adherir en un domingo determinado. 


Señor Presidente: por más que esto siempre es opinable, 
creo que la ventaja de la iniciativa que se nos presenta es, en 
primer lugar, que significativamente genera menores dificulta- 
des manteniendo -o aun mejorando- las garantías de quienes 
deseen interponer el recurso. Al fin y al cabo, un dato que no 
se conoce nunca es si, efectivamente, hay uno de cada cuatro 
uruguayos que desee impugnar la ley. Hoy lo único que sabe- 
mos es que hay un 0,5% de uruguayos que sí desean hacerlo, 
cuando se dispara el mecanismo. De hecho, en las últimas dos 
oportunidades en que se interpuso, pese a las dos instancias, 
no hubo siquiera uno de cada cuatro uruguayos que entendiera 
oportuno llamar a referéndum. Naturalmente, eso supone no 
sólo el lapso de un año, sino también un día declarado feriado 
especialmente y un conjunto de gastos importantes que se de- 
ben disparar; en este sentido, se debe agregar que notoriamen- 
te, la inmensa mayoría de la población no entendía siquiera 
que esas disposiciones debieran someterse a consulta o refe- 
réndum. 


Es por todo ello que una parte de los señores Senadores 
integrantes de la Comisión creímos de recibo lo planteado por 
la Cámara de Representantes, en el entendido, además, como 
Cámara revisora, de no introducir modificaciones, en buena 
medida, porque políticamente ya se habían mantenido conver- 
saciones con varios de los señores representantes que trabaja- 
ron en la materia y algunos de nosotros habíamos adelantado 
nuestro punto de vista favorable a la iniciativa. 


Entonces, al inicio de un nuevo período de Gobierno, ha- 
biendo estado este asunto en discusión por lo menos en los 
últimos tres años del Gobierno anterior -lo que quiere decir 
que no es asunto nuevo para el Poder Legislativo- y, en espe- 
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cial, a la luz de los dos recursos interpuestos y sus resultados, 
estamos persuadidos de llevar adelante la aprobación de este 
proyecto venido de la Cámara de Representantes, y es por ello 
que aconsejamos al Cuerpo que se pronuncie favorablemente. 


La sola mención de los antecedentes que hemos referido 
indica que siempre es opinable el tema acerca de cuál es el 
mejor mecanismo, pero me parece que la experiencia recogida 
a propósito del mecanismo anterior amerita su perfecciona- 
miento, lo que, a nuestro juicio, se logra por esta vía. Es decir, 
se conjuga el derecho de los demás ciudadanos y, a su vez, los 
costos y las molestias a los que eventualmente podemos llegar 
a someterlos; al mismo tiempo, es bueno que se mantenga una 
vía rápida para zanjar este tipo de asuntos, no así la segunda 
intentona que, en nuestra opinión, fue establecida por el Legis- 
lador de 1989 para respetar el plazo de un año del Constituyen- 
te. Acá ese objetivo se logra dejando abierta otra vía, que 
puede ser posterior o concomitante -porque a veces sucede que 
hay grupos de ciudadanos que optan por una vía y otros que lo 
hacen por otra- a la obtención, por cierto no fácil, pero tampo- 
co imposible, de la adhesión del 25%. 


Es por todos los fundamentos que hemos expuesto que acon- 
sejamos al Cuerpo la aprobación de este proyecto de ley veni- 
do de la Cámara de Representantes. Agregamos solamente que 
existe un informe de la otra minoría de la Comisión, que segu- 
ramente se expresará también en el Senado. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: tal como expre- 
saba el señor Senador Atchugarry, la Comisión elaboró dos 
informes en minoría; en ese momento estaba integrada por seis 
miembros, tres de los cuales votaron a favor del proyecto veni- 
do de la Cámara de Representantes, mientras que los demás 
manifestamos nuestra voluntad contraria al mismo. Por consi- 
guiente, en esa sesión de la Comisión, ninguna de las dos 
posturas obtuvo mayoría, y por esa razón no hay informes 
mayoritarios. 


Ante todo, quiero aclarar que algunos de los puntos que 
mencionaré en mi exposición no han podido ser consultados a 
nivel de nuestra Bancada; la razón de ello ha sido ajena a 
nuestra voluntad, es decir, no ha existido haraganería, para 
utilizar un término popular, sino que verdaderamente no espe- 
rábamos recibir el proyecto en la última sesión de la Comisión 
de Constitución y Legislación, que tuvo lugar hace dos días. 
Lo cierto es que había otros temas en el orden del día de esa 
Comisión. Por nuestra parte, intentamos que se postergara la 
consideración de la iniciativa hasta la sesión del próximo mar- 
tes -porque los lunes tenemos la reunión de Bancada-, pero 
tampoco obtuvimos la mayoría necesaria para ello. Por consi- 
guiente, tuve que hacer mi exposición, si bien es cierto que 
conocía el proyecto. Es decir, no estoy afirmando que tuve que 
tratarlo sin conocerlo; sí lo conocía con mucho detalle, e inclu- 
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so había hecho algunos informes escritos para nuestros compa- 
ñeros de la Bancada de la Cámara de Representantes que ha- 
bían tenido la cortesía de requerir nuestra opinión. Entonces, 
aclaro que no me estoy quejando de que no haya podido estu- 
diarlo en aquel momento; digo que lo que no he podido hacer 
ha sido consultar a la Bancada. De pronto, en lo que refiere, no 
a la conclusión, pero sí a los argumentos, no he tenido oportu- 
nidad de verificar si son compartidos por todos los compañe- 
ros de Bancada. 


Hecha esta primera aclaración, quiero comenzar por decir 
que este recurso de referéndum contra las leyes, como es sabi- 
do, está previsto en nuestra Constitución en el inciso segundo 
del artículo 79. La Constitución se limita a decir, básicamente, 
tres cosas. Primero, que existe el derecho a plantear un refe- 
réndum contra una ley. Segundo, establece los requisitos de 
cantidad y también de tipo cronológico para su planteamiento; 
es decir que para que ese recurso quede presentado, se necesita 
la adhesión de un 25% del total de habilitados para votar. Y 
tercero, que la presentación del recurso debe ser hecha dentro 
del año de promulgada la ley contra la cual se quiere recurrir. 
La Constitución agrega -esta sería una cuarta característica, 
porque separé la cronológica de la cuantitativa- que determina- 
das leyes no pueden ser impugnadas a través del recurso de 
referéndum; se trata de aquellas que establecen tributos y las 
que son de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Esto, y 
nada más, es lo que expresa la Constitución de la República 
con respecto al recurso de referéndum. 


Conviene tener presente que en el mismo párrafo segundo 
del artículo 79 de la Constitución, se dice que también existe el 
derecho a plantear la iniciativa popular en materia de leyes, 
que es otro instituto. En el caso del referéndum, hay una ley 
aprobada y promulgada, que es impugnada por un grupo de 
ciudadanos, mientras que en el de la iniciativa popular legisla- 
tiva, no existe una ley, sino que la misma cantidad de ciudada- 
nos -un 25% del total de habilitados para votar- la puede pre- 
sentar. 


Es lo que dice la Constitución, y agrega que también están 
excluidas de ese derecho aquellas leyes que sean de iniciativa 
privativa del Poder Ejecutivo o que establezcan tributos. 


Cabe señalar un fenómeno muy peculiar que ocurre en esta 
materia. Si bien el párrafo segundo del artículo 79 -que fue 
incluido en la Constitución vigente y en la de 1967, ya que 
antes no existía- fue reglamentado en lo que tiene que ver con 
el recurso de referéndum, no se hizo lo propio en lo relativo a 
la iniciativa popular en materia legislativa. En este sentido, 
quiero decir -y lo dejo planteado por algunas de las conclusio- 
nes que después voy a esbozar- que quizás sería correcto que 
si algún día se quiere modificar la legislación que reglamentó 
el referéndum contra las leyes, se aprovechara esa misma oca- 
sión para reglamentar -para lo que bastaría con un solo artícu- 
lo- la iniciativa popular legislativa. En términos doctrinarios -y 
dicho esto a título muy personal- en mi opinión es un instituto 
más simpático que el del referéndum, lo que no quiere decir 
que no haya participado con entusiasmo en algunas de las pro- 
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mociones de referéndum. Digo esto porque la iniciativa popu- 
lar legislativa no sólo le permite a un grupo de ciudadanos que 
no está de acuerdo con una ley establecer en un artículo que la 
misma queda derogada, sino también proponer soluciones que 
consideren saludables para el país. Por lo expuesto, se trata de 
un instituto con mayor amplitud y latitud que el referéndum, ya 
que éste solamente se limita a impugnar una ley o parte de ella. 


En síntesis, este es el marco teórico en el que desenvuelvo 
esta exposición, agregando que la introducción de este recurso 
en 1967 se hizo, de alguna manera, complementando el carác- 
ter no puramente representativo del sistema uruguayo; cabe 
aclarar que no es un sistema representativo, sino semidirecto o 
semirrepresentativo, circunstancia que se hizo notar en las Cons- 
tituciones uruguayas desde 1934, 


En esa Carta, el actual artículo 82 decía que la Nación 
adopta para su gobierno el sistema democrático republicano, y 
se eliminó el vocablo “representativa”. Incluso hoy, algunos 
manuales, un poco elementales, siguen diciendo “democrático, 
republicano y representativo”, cuando eso ya no es así desde 
1934, oportunidad en la que se introdujeron algunos mecanis- 
mos de democracia directa -no éste, que se incorporó en 1967- 
tales como plebiscitos y alguna otra iniciativa popular en mate- 
ria departamental. Como consecuencia de ello, el régimen uru- 
guayo pasó a ser “semirrepresentativo” o “semidirecto”, to- 
mando estas dos expresiones como sinónimos, aunque algunos 
señalan diferencias entre ellas. 


En ese marco del artículo 79 de la Constitución, por prime- 
ra vez se interpone un recurso de referéndum contra una ley, 
concretamente contra la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado -que mencionaba anteriormente el señor 
Senador Atchugarry- de 22 de diciembre de 1986. Advierto 
que se da esa situación sin que el artículo de la Constitución 
estuviera reglamentado por ley, pero se hizo en el entendido de 
que si en ella hay un derecho establecido para los ciudadanos o 
habitantes, el mismo puede ser ejercido más allá de que no esté 
reglamentado, por lo que dice el artículo 332 en cuanto a que 
los derechos, así como ciertos deberes y facultades de las auto- 
ridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de la regla- 
mentación respectiva y que para ello es necesario recurrir a 
ciertos mecanismos allí establecidos. Así, una parte de la po- 
blación empezó a recoger firmas para presentar un recurso de 
referéndum contra la Ley de Caducidad. En realidad, ese artí- 
culo recién se reglamentó el 20 de enero de 1989 por medio de 
una ley que ahora se pretende modificar, cuando ya se habían 
presentado todas las firmas, cuando ya había transcurrido un 
largo período -más de dos años- de controles y discusiones 
acerca de si se había alcanzado al 25% del total de inscriptos. 
En el medio de una discusión porque se habían anulado más de 
50.000 firmas por diferencias entre las características gráficas 
de las firmas presentadas y las que aparecían en la Credencial 
-muchas de ellas de más de 30 ó 40 años atrás- el Presidente 
de la Corte Electoral, el señor Renán Rodríguez, ideó un pro- 
cedimiento que no estaba en ningún lado -lo que a mi juicio 
fue una muestra de sapiencia política, jurídica y, sobre todo, de 
conocimiento práctico de las cosas- por el cual se citó a las 
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personas para que corroboraran si esas firmas realmente eran 
las suyas. 


En definitiva, se alcanzó el 25% y se convocó a plebiscito. 


Lo que hizo el legislador en aquel momento fue reglamen- 
tar cómo se iba a realizar el plebiscito y cómo debían presen- 
tarse las firmas. El procedimiento que se había seguido en 
aquella oportunidad era el tradicional, porque en realidad la 
Constitución no establece cómo debe recogerse la adhesión del 
25% para presentar el recurso; ni siquiera aclara que deba ser 
por escrito o de alguna otra manera. Insisto, se siguió un pro- 
cedimiento tradicional en el sentido de -como dice la gente, 
haciendo referencia a la levitación- “levantar” firmas, como si 
en realidad se levantaran en el espacio. Cabe recordar que en 
materia local y departamental ya existía una experiencia en ese 
aspecto, por aquel famoso plebiscito o referéndum llamado del 
“vintén”, por el cual se impugnaba la autorización del aumento 
del boleto en un vintén, o sea, dos centésimos. 


Una vez finalizado todo ese proceso, en el Uruguay el Le- 
gislador dicta una reglamentación que establece que si hay un 
referéndum, no será necesario recoger firmas que alcancen el 
25% de los habilitados para votar, porque genera una enorme 
polémica, que insume uno o dos años para controlar las huellas 
digitales y para determinar si esas firmas son auténticas. En- 
tonces, insisto, el legislador ideó un procedimiento bastante 
menos costoso para el país y para la seguridad jurídica. No 
olvidemos, señor Presidente, que cuando se interpone el recur- 
so de referéndum, mientras no se decide si está presentado y 
hasta tanto no se resuelve el plebiscito, en caso de que se haya 
presentado válidamente, no se sabe si esa ley -que de repente 
hace tres años que se promulgó- va a quedar vigente o no en el 
país. 


Esto genera una suerte de inseguridad jurídica derivada en 
parte, a mi juicio, de que el artículo 79 de la Constitución 
uruguaya tiene un doble defecto. Al instaurar el referéndum se 
puso un plazo demasiado largo para recoger las adhesiones -un 
año- pero también se exigió un porcentaje de adhesión tremen- 
damente alto, equivalente a un 25% del total de inscriptos. 
Creo que no hay ningún país en el Derecho Comparado que ni 
siquiera requiera la mitad de ese porcentaje. Entonces, hay 
como una compensación; por un lado, se exige demasiado para 
presentar simplemente un recurso -no para resolver- y, por 
otro, se da un plazo demasiado largo. 


Cuando se intentó modificar esto a través de una reforma 
constitucional -creo que con la maxirreforma- nosotros aceptá- 
bamos reducir el plazo si, simultáneamente, se bajaba el por- 
centaje exigido. Creo que esto era algo racional, incluso para 
adecuarlo no sólo al Derecho Comparado, sino a lo que se pide 
nada menos que para reformar la Constitución, que es un 10%. 
Me refiero al apartado A) del artículo 361 de la Constitución. 
Para reformar la Constitución se requiere un 10% de los ins- 
criptos y para impugnar una ley un 25%, por lo que creo que 
es un porcentaje demasiado alto, al igual que lo es -reconozco 
que es mi opinión personal- el plazo de un año durante el cual 
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no se sabe si una ley va a quedar vigente. Además, ese año se 
convierte en dos o tres si se sigue el viejo procedimiento cons- 
titucional de levantar firmas. Fíjese, señor Presidente, que la 
Ley de Caducidad es de diciembre de 1986, por lo que había 
plazo para presentar el recurso hasta diciembre de 1987, y la 
ley reglamentaria del plebiscito que se iba a hacer recién se 
dictó en 1989. Quiere decir que se requirieron tres años para 
un procedimiento tradicional, lo que demostró a todo el mundo 
que no era correcto. 


Entonces, el Legislador intentó otro mecanismo -el vigente 
hasta el día de hoy- que básicamente consiste en establecer dos 
instancias después de la presentación de un cinco por mil de 
firmas del total de inscriptos. En el día de hoy esto significa 
entre 12.000 y 14.000 firmas. La carta inicial a la Corte Elec- 
toral requiere un mínimo de seriedad, ya que existe mucha 
gente que quiere presentar un recurso. Después de eso la ley 
vigente fija dos instancias en las cuales, en definitiva, se pre- 
gunta a la gente si adhiere al recurso a través de un mecanismo 
parecido a una votación. Se instalan urnas en todo el país igual 
que en las elecciones y la única diferencia es que las hojas de 
votación dicen “Adhiero al recurso”. De esta manera, el que no 
va a votar no adhiere al mismo. 


Los redactores de este proyecto que más trabajaron fueron 
los ex Senadores Ricaldoni y Gonzalo Aguirre, quienes esta- 
blecieron una primera instancia en un plazo breve y no de un 
año. Hicieron esto porque si en dos o tres meses se sabe que va 
a haber recurso, desaparece esa inseguridad jurídica de un año. 
Sin embargo, como la Constitución establece un plazo de un 
año, era indispensable que se previera en la ley que si en la 
primera instancia no se lograba el 25%, había que fijar otra 
fecha al año para ver si en esa oportunidad sí se alcanzaba. De 
no haberse previsto esto, hubiera sido una ley flagrantemente 
contraria a la Constitución porque estaría quitando plazo a un 
derecho que ella prevé. 


En este tema creo que puedo invocar el acuerdo total de 
nuestros compañeros, tanto en la Cámara de Representantes 
como en el Senado. Se modifican varias disposiciones de esta 
ley, sobre todo el artículo 21, que establece el mecanismo de 
dos instancias electorales para lograr el 25% de adhesiones. A 
mi juicio, la verdadera intención del proyecto es que haya una 
sola instancia y en un plazo mucho más breve, que creo es de 
180 días. Aisladamente considerado, eso es contrario al plazo 
de un año que fija el artículo 79 de la Constitución. Creo que 
esto fue presentado con el objetivo de dificultar, hasta hacerla 
casi imposible, la presentación de un referéndum. Para evitar 
que la inconstitucionalidad apareciera con tal flagrancia que la 
pudiera ver, incluso, un ignaro de la Constitución, establecie- 
ron que también se puede seguir el viejo procedimiento, el 
tradicional -que no es incompatible con éste- que dice que en 
el plazo de un año se puede presentar un 25% de firmas con 
las huellas digitales. Esto se hace para evitar que se pueda 
comprobar que es inconstitucional el proyecto. Sin embargo, 
esto es solamente en apariencia porque hay consenso en el país 
en el sentido de que el viejo procedimiento tradicional no sirve 
para buscar la adhesión de lo que hoy serían 650.000 personas. 
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Esto es así porque hay que agregarle un control posterior para 
ver si las firmas y las huellas digitales son auténticas, lo que 
puede llevar uno o dos años en discusiones y recursos. Esa es 
una experiencia que ya se vivió en un tema en el que la socie- 
dad estaba realmente muy apasionada y en un momento muy 
especial para el país, como fue el inmediatamente posterior a 
la aprobación de la Ley de Caducidad. Hay que recordar que 
se vivieron tres o cuatro años en torno a ese recurso. 


En definitiva, creo que este proyecto no reglamenta el artí- 
culo 79 de la Constitución, sino que restringe tremendamente 
la posibilidad de presentar un recurso de referéndum. Obvia- 
mente, no puedo afirmar que todos los que apoyan esta inicia- 
tiva tengan esa intención. 


Por otra parte, aclaro que no soy partidario de la gimnasia 
de referéndum; soy mucho más simpatizante de la iniciativa 
popular legislativa que nunca se ha ejercitado en el país ni está 
reglamentada. Entiendo que sería muy saludable que se regla- 
mentara y ejercitara, al igual que se hace en muchas partes del 
mundo con bastante éxito. Para despejar una posible interpre- 
tación equivocada, quiero decir que no soy partidario de que la 
Ley de Urgencia se impugne a través de un referéndum. Natu- 
ralmente, no quiere decir que esté de acuerdo con ella y, en ese 
sentido, la voté en contra, salvo algún artículo que nos pareció 
favorable. Como ley general, entendí que no traía ninguna so- 
lución para el país y mucho menos urgente. Es cierto que tenía 
algunas normas que no hacen daño, como la que prevé que a 
los niños, después de los 43 días, se les saque la cédula, y la 
que incluye una rebaja impositiva para el agro, aunque no era 
la mejor porque no beneficiaba a los menos favorecidos. Sin 
embargo, a mi juicio, no es una ley que merezca un recurso de 
referéndum. Lo planteo “ad cautélam” para que no se vaya a 
pensar que la exposición tiende a oponerse a este proyecto, 
porque pienso que habría que impugnar esa ley por un recurso 
de referéndum. Así he opinado en mi fuerza política y pienso 
seguir haciéndolo de ese modo. 


Entonces, señor Presidente, mis objeciones radican en una 
cuestión de filosofía política, pero también de técnica política. 
Una norma legal reglamentaria de la Constitución no es mecá- 
nica. 


Es decir que la potestad reglamentaria no es algo mecánico, 
en la que uno se limite a dar detalles de algo que ya está. 
Cuando reglamenta la Constitución, el Legislador siempre tie- 
ne cierto margen para dar soluciones. Sin embargo, no puede 
desvirtuar un mecanismo que está en la Constitución por vía 
reglamentaria, restringiéndolo de manera tan fuerte que lo haga 
poco menos que inaplicable. Para ilustrar este principio técni- 
co quisiera dar un ejemplo. Como es sabido, uno de los proce- 
dimientos de reforma de la Constitución es por iniciativa popu- 
lar del 10% de los ciudadanos inscriptos en el Registro Cívico, 
y eso no está reglamentado por ley. La ley podría reglamentar 
un día esa iniciativa de reforma constitucional, pero no tiene 
nada que ver con lo que estamos hablando ahora, que es un 
referéndum contra una ley. Supongamos que un día el Legisla- 
dor resuelve, reglamentando el apartado A) del artículo 331 de 


29 de Junio de 2000 


la Constitución, establecer que el 10% de las firmas que se 
presentan para reformar la Constitución tiene que venir en es- 
critura pública, ya que la Carta no dice nada. Creo que esa ley 
no estaría reglamentando la Constitución, sino poco menos que 
haciendo imposible el ejercicio de un derecho que la Carta 
establece. Considero que este proyecto tiene ese defecto por- 
que establece un plazo muy breve y una instancia en la que es 
posible hacerlo. El viejo sistema de las firmas demostró en la 
práctica ser muy difícil y distorsionar durante dos o tres años 
la vida del país. 


Por lo tanto, señor Presidente, me parece que este proyecto 
no es apoyable. No digo que no deba modificarse la legisla- 
ción vigente, pues sí creo que hay que hacerlo. La legislación 
vigente tiene dos instancias electorales para ver si hay adhe- 
sión de un 25%, y si la hay, se pasaría a una tercera que es el 
plebiscito. Dicha legislación se dictó antes de la reforma de 
1996, que introdujo lo que para nosotros es una especie de 
desarrollo casi orgiástico de cuatro elecciones geográficamen- 
te nacionales: las internas de abril, la primera vuelta electoral 
de octubre, la segunda vuelta de noviembre -que si bien es 
eventual, es casi segura- y las elecciones departamentales de 
mayo que se realizan a nivel de todo el país. En ese marco 
reconozco que a la legislación actual, que tiene dos instancias 
para ver si se alcanza un 25% de adhesiones, y luego una 
tercera, que es el plebiscito, habría que buscarle una modifica- 
ción. Sin embargo, este proyecto introduce un acto electoral y, 
sin estudiar su naturaleza jurídica, en él se procede como en 
una elección, pues se ponen urnas en todo el país, los circuitos 
son los mismos, la Corte Electoral tiene que trabajar, hay dele- 
gados de quienes están a favor y quienes están en contra del 
referéndum y hay controles. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI.- Mociono para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone el señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción presenta- 
da. 


(Se vota:) 
- 20 en 21. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Agradezco al Senado porque que- 
ría completar mi pensamiento. 


Este acto electoral -aunque en vez de 2, va a ser 1- tiene un 
defecto de plazos, pues restringe el de un año que está en la 
Constitución, que si bien es excesivo aisladamente, no lo es si 
se piensa en la cantidad de adhesiones que se necesitan. Ahora 
se quiere fijar un plazo menor que, a mi juicio, es contrario a 
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la Constitución. Entonces, a los cuatro actos electorales, se 
agrega un quinto, más un sexto, si se llega al 25% de adhesio- 
nes, pues habría que hacer un plebiscito. Me parece que habría 
que buscar otro mecanismo sustitutivo del actual que, como 
dije, se hizo en un marco constitucional distinto. Cuando se 
dictó la ley de 1989, todas las elecciones del Uruguay se ha- 
cían en un solo día en el que se elegía Presidente, Vicepresi- 
dente, Senadores, Representantes, Intendentes y Juntas Depar- 
tamentales, de acuerdo con la Constitución de 1967, sin las 
enmiendas del año 1996. Sin embargo, ahora tenemos cuatro 
actos electorales. 


En lo personal, estoy de acuerdo en buscar algún mecanis- 
mo, pero éste no debe hacer casi irrealizable un referéndum, 
pues no se trata de hacer una gimnasia, sino de ejercitarlo 
racionalmente en los casos en que un alto porcentaje de la 
ciudadanía no esté de acuerdo con una ley. Eso es lo que 
ocurre en todos los sistemas semidirectos o semirrepresentati- 
vos. Los suizos realizan una gran cantidad de referendos al año 
y no por ello tienen distorsiones ni se dan enormes procesos 
políticos. Incluso, a veces ni siquiera es un partido quien los 
promueve, aunque puede adherir. Lo que ocurre es que tienen 
mecanismos prácticos, sencillos y elementales. Esto se lo ex- 
presé a mis compañeros de la Cámara de Representantes cuan- 
do les hice llegar un pequeño informe con mi opinión. 


Recuerdo un proyecto que, salvo algunos agregados que se 
le hicieron después, me parecía muy ingenioso y que, además, 
cumplía estrictamente con los mandatos constitucionales. El 
mismo pertenecía al ex Senador Santoro y establecía la serie- 
dad de la presentación inicial. Esto siempre hay que hacerlo, y 
s1 bien hoy se trata de un cinco por mil, podría ser un seis o un 
diez por mil, siempre que no se llegue a una cifra que haga 
irrealizable la iniciativa, debido a que los plazos son muy bre- 
ves. Luego el proyecto establecía que en el plazo de un año, a 
partir de la promulgación -ese es el plazo constitucional y no 
se puede cambiar, salvo que se reforme la Constitución- la 
gente que quisiera adherir al recurso podría concurrir cualquier 
día -y no un día determinado- a cualquier oficina electoral a 
decir que quiere adherir al recurso. Entonces, contando con un 
formulario que tendrían todas las oficinas electorales, ese ciu- 
dadano dejaría sentada su huella y ya no habría más controles, 
pues estaría realizando su adhesión ante un funcionario electo- 
ral. Me parece que ese mecanismo en sí mismo -debo decir 
que al proyecto original del señor Senador Santoro luego se le 
agregaron otros requisitos que no comparto- hace desaparecer 
toda la espectacularidad y ese proceso que, a veces, transcurre 
con gran apasionamiento en torno a si se llega o no al 25% 
requerido. Si se llegase al 25%, al año se haría un plebiscito. 
De ese modo la gente no podría decir que se le pide una 
adhesión sobre un tema del que no está informada, porque si 
bien en un primer momento puede no tener conocimiento, al 
mes podría informarse para luego resolver qué posición tomar. 
De esa forma desaparecen todos los argumentos que se esgri- 
men contra los referendos, como ser, los gastos. En este caso 
no habría ningún gasto ni ningún acto electoral. Conversé so- 
bre el tema con algunos compañeros y estos me decían que si 
había una fuerte oposición a una ley, era conveniente que la 
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gente tomara conciencia en un día de militancia. Si bien esa es 
una opinión, creo que el procedimiento que estoy describiendo 
es el mejor. En ese sentido estaríamos dispuestos a buscar una 
legislación que facilitara ese procedimiento. 


SEÑOR PEREYRA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR KORZENIAK.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA.- En su momento estudiamos el pro- 
yecto del ex Senador Santoro y, honestamente y con todo res- 
peto, debo decir que a mi entender es muy rígido y muy duro 
para el ciudadano, contrariamente a lo que está opinando el 
señor Senador Korzeniak. Esto es así fundamentalmente para 
el ciudadano del interior, porque, en general, hay una oficina 
electoral por departamento en la capital y, entonces, el ciuda- 
dano para adherir tiene que recorrer, de pronto, trescientos 
kilómetros. Por tanto, no sólo hay gasto, sino también una 
molestia muy especial para el ciudadano, lo cual sería algo así 
como coartarle, de alguna manera, el derecho que le otorga la 
Constitución. 


En virtud de que dejé constancia de mi oposición en opor- 
tunidad de discutirse el proyecto, voy a reiterar ahora que no 
coincido con lo que está diciendo el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: en lo personal 
tampoco tengo el honor de coincidir con la opinión del señor 
Senador Pereyra. Creo que el hecho de que en el correr de un 
año una persona tenga que hacer un desplazamiento no es una 
carga geográfico-procesal demasiado grande. Por ejemplo, en 
el día de las elecciones los traslados desde Artigas a Montevi- 
deo para votar se producen en gran escala y lo mismo ocurre 
desde Buenos Aires o Australia al Uruguay. Con ese mismo 
criterio tendríamos que impugnar la ley del año 1925 y las 
leyes electorales que no permiten que un ciudadano uruguayo 
que está en el extranjero vote en el Consulado correspondiente 
O por correo. Por otro lado, nada impide que si se elabora una 
legislación se establezca que bajo el control de la Corte 
Electoral, en cada localidad, las organizaciones allí existen- 
tes -pueden ser Juntas Locales o algunos Consejos- puedan ir 
recibiendo adhesiones. Cabe aclarar que estamos hablando de 
un año y, en ese sentido, mediría los desplazamientos que ha- 
bitualmente se producen. Recuerdo aquella oportunidad en que 
se convocó a ratificar firmas a más de 40.000 personas a las 
que se las habían anulado. ¡Cuántos desplazamientos, cuántas 
llamadas telefónicas, cuánto gasto habría que hacer y cuánta 
pasión y tinta derramada habría en ese caso! Sin embargo, de 
acuerdo con este proyecto, tendríamos un año de plazo durante 
el que la gente tranquilamente podría informarse y decidir si va 
o no a adherir al recurso hoy, mañana o dentro de uno, tres o 
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seis meses. Me parece que los grupos de ciudadanos, ya sean 
partidos políticos o cualquier tipo de organización que real- 
mente esté impulsando una iniciativa -habitualmente se trata de 
grupos de personas, de partidos políticos- están en condiciones 
de trasladar a los votantes, tal como lo hacen en las elecciones. 
Incluso, las mismas personas luego de informarse pueden deci- 
dir adherir o no al recurso, para lo cual muchas veces se trasla- 
dan por sus propios medios. 


Pienso que se trata de un mecanismo muy usado en el 
Derecho Comparado; por eso en Europa el sistema de referén- 
dum funciona muy seguido y no genera traumatismo alguno en 
lo que respecta a gastos o apasionamientos electorales, ya que 
se trata de decidir acerca de determinado punto. Esto destruye 
el argumento de decir que para ese día la persona, aunque no 
sabe nada del tema, tiene que manifestar expresamente si ad- 
hiere o no a un recurso. En definitiva, a mi juicio se trata de un 
mecanismo muy ingenioso. 


Por otra parte, al proyecto original del ex Senador Santoro 
se le fueron agregando cada vez más obstáculos -lo cual me 
llamó la atención-; por ejemplo, se aumentó el número de fir- 
mas iniciales y se agregaron otros requisitos para la compare- 
cencia. 


En realidad, debería ser un trámite muy sencillo, ya que la 
persona solamente debe presentarse ante el funcionario que 
requerirá todos los datos que necesite -me refiero al número de 
cédula de identidad, a la serie y al número de credencial cívica 
e impresión digital- lo que evitará los controles posteriores. 
Además, con ese sistema se estaría evitando agregar a esa 
sucesión casi orgiástica de cuatro elecciones en el país, dos o 
tres más, ya que si se aplica este procedimiento deben hacerse 
dos elecciones y si se mantiene la ley vigente, serían tres. 
Repito que en mi opinión este es el mejor procedimiento que 
podríamos establecer. 


Asimismo, con respecto a la ley vigente o a este proyecto 
que viene de la Cámara de Representantes, por la forma urgen- 
te en que se condujo el tema en la Comisión de Constitución y 
Legislación no tuvimos tiempo, no digo de conocer el proyecto 
porque ya lo habíamos analizado y estuve en condiciones de 
dar mi opinión -aunque algunas cosas las estoy repitiendo aho- 
ra-, sino de consultar a mis compañeros de Bancada. Entonces, 
tengo la impresión de que la intención es aprobar el proyecto 
tal como vino, sin introducir modificaciones porque, de hacer- 
lo, tendríamos que enviarlo nuevamente a la Cámara de Repre- 
sentantes. Como tengo esta impresión, repito, lo digo y no 
quisiera que ningún señor Senador sintiera que estoy prejuz- 
gando intenciones. Creo que efectivamente se quiere aprobar 
este proyecto y, en este sentido, el señor Senador Atchugarry 
me aclaró que esa alteración del orden del día de la Comisión 
se debía a un deseo del Gobierno -que es legítimo aunque no 
lo comparto- de que se tratara este proyecto rápidamente en el 
Plenario del Senado. Esta es una explicación que en el juego 
de la vida política tiene su racionalidad. En lo personal creo 
que deberíamos ser más cuidadosos en este punto. 
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Quiero agregar, además, que ya sea que se trate de la ley 
vigente -que repito hemos tratado de describir rápidamente 
cómo funciona- o de ese otro proyecto que yo estaba idealizan- 
do basado en un mecanismo que considero ingenioso -y que 
habría que mejorar con algunos detalles para evitar toda clase 
de inconvenientes al ciudadano que, lógicamente, los tendría 
solamente en el caso de que adhiriera al recurso luego de haber 
recibido la información necesaria de un vecino, de un amigo o 
de quien sea- en cualquiera de esas hipótesis me parecería muy 
sano para el país agregar un artículo que ya mismo me animo a 
redactar, en el que se dijera que el mecanismo que está esta- 
blecido legalmente para la búsqueda de la adhesión del 25%, 
sirve también para la iniciativa popular legislativa, que es una 
de las carencias que tenía el proyecto del ex Senador Santoro. 
Digo esto porque si, por ejemplo, mañana a un grupo de ciuda- 
danos, ya sea un partido político, una agrupación filosófica o 
un club deportivo, se le ocurre presentar una iniciativa popular 
legislativa, obviamente tiene el derecho de hacerlo porque la 
Constitución en su artículo 79, así como el referéndum, hablan 
de la iniciativa popular. Este artículo dice que el 25% de los 
ciudadanos habilitados para votar tiene el derecho de presentar 
un recurso de referéndum y, por supuesto, de presentar iniciati- 
vas populares de leyes ante el Parlamento. Esto lo pueden 
hacer los ciudadanos hoy o mañana, aunque no haya leyes 
reglamentarias, porque el artículo 332 de la Constitución dice: 
“Los preceptos de la presente Constitución que reconocen de- 
rechos a los individuos... no dejarán de aplicarse por falta de la 
reglamentación respectiva, sino que esta será suplida por los 
fundamentos de leyes análogas, a los principios generales de 
derecho y a las doctrinas generalmente admitidas”. 


Yo pregunto al Senado cuál es el trámite que corresponde 
si se presenta una iniciativa popular legislativa. ¿Qué ocurre si 
el Parlamento quiere aprobarla, no quiere hacerlo o desea in- 
troducirle modificaciones? A mi juicio, por ser iniciativa po- 
pular y contar con el apoyo del 25%, el Parlamento tendría que 
solicitar a la Corte Electoral que convoque a un plebiscito, 
porque la iniciativa popular es eso: se distingue del simple 
derecho de petición que está en el artículo 30 y hay que tratar- 
la y resolverla o, de lo contrario, consultar al pueblo, tal como 
está regulado también en materia departamental. 


El fundamento de la ley análoga significa aplicar la ley 
departamental del año 1935, que establece plazos cortísimos 
porque, naturalmente, es una iniciativa popular. Allí se hace 
con firmas y los plazos son muy cortos. Es más; si la Junta no 
aprueba lo que la gente le presenta, el Intendente Municipal 
debe llamar a elecciones. En materia departamental eso puede 
hacerse con cierta facilidad, pero aplicar esos plazos a nivel 
nacional sería un desastre. No recuerdo exactamente, pero creo 
que en 60 días debe estar todo terminado y resuelto en un 
plebiscito. ¿Eso se podría hacer en materia de una iniciativa 
popular de una ley nacional? No descarto que en muchos te- 
mas me gustaría promover una iniciativa popular sobre cosas 
que el Parlamento debe hacer, pero no las realiza porque su 
dinámica es política. El Parlamento tiene un marco jurídico, 
que es la Constitución de la República, pero no hay manera de 
obligarlo a que dicte determinadas leyes, aunque sean muy 
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buenas. Desde 1918 debería haber dictado una ley establecien- 
do plazos para contestar los pedidos de informes, ya que la 
Constitución dice que se deberá fijar, pero el Parlamento no la 
dicta. ¿Cómo se hace para obligarlo? No hay manera, porque 
es un Órgano de dinámica política, acá y en todo el mundo. 
Tampoco se le puede hacer un juicio político a todos los miem- 
bros del Parlamento por no cumplir con ese mandato, porque 
sería un disparate jurídico. La iniciativa popular suple esas 
cosas. De todas maneras, hay que reglamentarla para que pue- 
da funcionar correctamente. 


Tengo un libro que publicaron Sanguinetti y Pacheco Seré, 
en el que se refieren al inciso segundo del artículo 79, cuya 
redacción, con algunos asesoramientos de la Facultad de Dere- 
cho, fue impulsada por el doctor Sanguinetti. Allí se dice que 
de lo que se trata es de avanzar en el proceso y de que la gente 
pueda presentar tanto recursos contra leyes que no le gustan, 
como iniciativas populares legislativas. 


En cualquier legislación habría que reglamentar la iniciati- 
va popular. Repito que, con esto, no estoy queriendo decir que, 
al no estar reglamentada, no se puede aplicar. Si en el día de 
mañana tengo ganas, fuerzas y considero que es sano para el 
país, me preocuparé de hablar con mis vecinos, mis amigos y 
mi fuerza política para presentar alguna iniciativa popular. El 
otro día lo mencioné en el seno de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación y, en términos muy coloquiales, se me dijo: 
“¡Qué barbaridad! Capaz que la gente propone que se saquen 
todos los impuestos”. Fue un error -reconocido después- por- 
que la iniciativa popular legislativa tiene las mismas excepcio- 
nes que el recurso del referéndum, o sea, no puede tener como 
contenido leyes tributarias ni aquellas cuya iniciativa es priva- 
tiva del Poder Ejecutivo. Lo dice el artículo 79, por lo que no 
es cuestión de armar doctrina sobre el tema. 


Entendemos que no se debe aprobar este proyecto de ley y 
que, si se promueve uno, debe ser mejor y se debe tratar de 
destruir la posibilidad de embarcar al Uruguay en uno, dos 
o tres actos electorales más. A mí me gustan las eleccio- 
nes -como a todos los uruguayos- pero creo que, probable- 
mente de manera impensada, la reforma de 1996 creó un me- 
canismo que este país no puede aguantar, porque son más de 
dos años -entre campañas y sufragios- de elecciones, por lo 
que a eso no le podemos sumar mecanismos como este. Existe 
uno, que he intentado describir -cuyo ingenio de creación no 
me pertenece a mí, sino a un miembro del Partido Nacional- 
que podría mejorar este proyecto, aunque habría que aprove- 
char para agregarle la reglamentación de la iniciativa popular. 


Repito que no estoy aludiendo a que este proyecto pueda 
quitar posibilidades a un referéndum contra la Ley de Urgen- 
cia, porque no soy partidario de dicho referéndum y pienso 
que mi fuerza política tampoco; por tanto, no se debe vincular 
una cosa con otra, y el que desee hacerlo, que lo haga, porque 
todo el mundo tiene derecho a pensar lo que quiera, ya sea en 
el acierto o en el error, excepto cobrarle un penal a Uruguay 
faltando cinco minutos en un partido contra Brasil, porque no 
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había derecho a ello. Pido disculpas por la incursión en el 
terreno deportivo. 


Este proyecto de ley modifica el artículo 21 de la ley vi- 
gente, es decir, el mecanismo para recoger el 25% de la adhe- 
sión. Ello significa que deja vigente todas las otras normas que 
contiene la ley, entre ellas, la que dice que entrará en vigencia 
el mismo día de su promulgación. Por lo tanto, si se aprueba 
este proyecto, el día que esté promulgado, entra en vigencia. 
Por tratarse de una norma procesal, si hoy se aprueba en el 
Senado y mañana se promulga -cosa que puede suceder- entra 
en vigencia inmediatamente. Ello va a traer como consecuen- 
cia que el plazo de un año, en el caso de que a un grupo de 
ciudadanos se le ocurra impugnar esta ley, no será tal, sino de 
cuatro meses, porque ya hace ocho meses que se dictó la ley y 
la Constitución dice que el plazo es de un año a partir de su 
promulgación. Creo que los autores de este proyecto de ley no 
tuvieron en cuenta este punto, se les escapó -no por mala inten- 
ción, obviamente- y eso, a mi juicio generaría una dificultad 
jurídica adicional. Ni siquiera tuvieron la precaución de decir 
que esta modificación va a entrar en vigencia para referendos 
que se promuevan contra leyes que se dicten después de esta 
reglamentación legal. Quizá se olvidó que solamente se estaba 
modificando el artículo 21 de la ley. 


En suma, señor Presidente -no quisiera cansar al Senado 
con mi exposición- debo decir, como lo expresé ayer con rela- 
ción a otro tema, que existe el acuerdo político y que es válido. 
No me parece saludable la solución de fondo, pero no tengo 
nada que objetar en cuanto al acuerdo en sí mismo. Es decir 
que si existe acuerdo político para aprobar este proyecto de ley 
sin modificaciones, me siento, no diría inhibido, pero sí con 
poca fuerza como para presentar el aditivo del que estaba ha- 
blando. Aun en un proyecto de ley como este, me parecería 
saludable que se agregara un artículo que dijera que esta nor- 
ma también sirve para la presentación de la iniciativa popular; 
si en ella se logra el 25%, el plebiscito se hará en los plazos 
que aquí mismo se establecen, y no en los que fija la Ley 
Orgánica Municipal que, reitero, son muy cortos para una ini- 
ciativa popular en materia legislativa. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR CID.- Pido la palabra para una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: solicito un cuarto inter- 
medio de 10 minutos para realizar una reunión de Bancada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


- 23 en 25. Afirmativa. 
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El Cuerpo pasa a cuarto intermedio, por 10 minutos. 

(Así se hace. Es la hora 17 y 18 minutos) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la se- 
sión. 


(Es la hora 17 y 44 minutos) 
SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Sugiero a la Presidencia que se 
continúe llamando a Sala, porque sería interesante que en este 
debate -que para mí es muy importante y que seguramente 
también lo será para quienes estaban urgidos porque el tema se 
tratara hoy, en una sesión extraordinaria- estuvieran presentes 
todos aquellos que estaban apurados a los efectos de conside- 
rarlo en pleno, en Sala. Adelanto que cada vez que exista una 
circunstancia de este tipo, la voy a señalar -ya lo hice en la 
Legislatura pasada- porque, en definitiva, lo que estamos dis- 
cutiendo hoy, vía esta modificación del recurso de referéndum, 
es la concepción de democracia, de los mecanismos y de las 
instituciones que tenemos, así como el papel de este Parlamen- 
to que, obviamente, no se agota en declaraciones, en pronun- 
ciamientos o golpeadas de pecho respecto a sus funciones, sino 
que también tiene que ver con respetar sus reglas, su funciona- 
miento y -entre otras cosas- la existencia de dos Cámaras. 


Sé que en mi propia Bancada hay compañeros que tienen 
una opinión -y la han vertido públicamente- respecto al bica- 
meralismo y a la necesidad de reducir el Parlamento. Pero 
mientras las dos Cámaras sigan existiendo y expresen una con- 
cepción del funcionamiento del Poder Legislativo y de la de- 
mocracia, que ha tenido un desarrollo y un proceso, deben ser 
respetadas. Eso quiere decir que para nosotros, los Senadores, 
y también para los Representantes, tienen que existir ámbitos y 
posibilidades para estudiar, debatir, pronunciarnos, trabajar y 
pulir proyectos defectuosos -como en este caso- y, también, 
para respetar los tiempos políticos mínimos. Me refiero a los 
tiempos políticos a que tienen derecho todas las fuerzas políti- 
cas para intercambiar ideas en torno a los proyectos de ley que 
se ponen a consideración. 


Nosotros, el Frente Amplio-Encuentro Progresista -no sé 
cómo funcionan los restantes partidos- tenemos un sistema de 
trabajo, obviamente, siempre perfectible -en la medida en que 
crece, la agrupación parlamentaria debe buscar formas para 
poder intercambiar opiniones- para darnos los tiempos necesa- 
rios a los efectos de estudiar los diferentes temas y aportar 
puntos de vista. Siempre nos enriquecemos con los puntos de 
vista de nuestros compañeros y compañeras, y también con los 
de nuestros adversarios políticos. 
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Hacía bien nuestro compañero, el señor Senador Korze- 
niak, en señalar que la Bancada del Encuentro Progresista- 
Frente Amplio no tuvo tiempo de discutir, de oírnos entre no- 
sotros, de aprender unos de los otros -como ocurre siempre- e 
inclusive, de examinar en detalle no sólo los problemas, los 
defectos, las intencionalidades, los objetivos de este proyecto 
de ley y los elementos a perfeccionar, sino también hasta de 
ver si teníamos una misma posición en torno a esta iniciativa, a 
sus modificaciones, agregados, aditivos y sustitutivos que po- 
drían plantearse. He escuchado con mucha atención al señor 
Senador Korzeniak -en todos estos años he aprendido mucho 
de lo que él señala- y muchas de las cosas que planteó en su 
informe me han generado dudas, interrogantes. En consecuen- 
cia, me gustaría, por ejemplo, preguntarle por qué dijo algunas 
cosas, en qué se basó, si se trata de una interpretación o de 
elementos sobre los cuales, como siempre, posee una amplia 
documentación, o se han originado en su gran experiencia polí- 
tica. Sin embargo, no tuve esa oportunidad; y no la tuve por- 
que, al parecer, vamos por un camino que no aceptamos, que 
no compartimos, que es el de sustituir al Poder Legislativo y al 
funcionamiento de las dos Cámaras por una especie de tubo, a 
través del cual tiene que pasar -cuanto más rápido mejor- el 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, naturalmente, cum- 
pliendo las formalidades que le indica la Carta Magna. 


Entonces, el proyecto sale de la misma manera que entró o, 
a veces, con defectos que rápidamente otro proyecto de ley 
tiene que venir a corregir, en el mejor de los casos, porque de 
lo contrario queda con esos defectos ya que no fueron suficien- 
tes los tiempos y las instancias como para poder analizarlo y 
profundizar. Seguramente mis compañeros han tenido más tiem- 
po para analizar y estudiar el proyecto de ley y, sin duda, 
podrán señalar una serie de elementos. 


Como dije al principio, señor Presidente, creo que estamos 
discutiendo sobre un tema muy serio, que es la concepción de 
la democracia. Como estamos debatiendo sobre mecanismos 
de democracia directa, estamos exponiendo, presentando, o a 
veces, por la vía de los hechos, materializando en una votación 
concepciones diferentes. Por lo importantes que la concepción 
y la defensa de la democracia son para nuestro país, para su 
historia, para su presente, y mucho más para su futuro, sería 
trascendente que se abriera una instancia de debate. 


Como dijo el señor Senador Mujica, en el día de ayer hubo 
circunstancias de la sociedad que llevaron a levantar la sesión. 
A todos les consta que yo voté en contra de ello, no porque no 
estuviera atenta a esos hechos y no me importara el partido de 
fútbol que jugaba Uruguay en Maracaná. Pero efectivamente, 
si ayer había que levantar la sesión, podríamos haber alargado 
los tiempos como para estudiar este tema en la sesión ordinaria 
de la semana que viene. Fíjese, señor Presidente, que no exa- 
gero nada; ni siquiera estoy pidiendo una semana, dos, o un 
mes de plazo; simplemente estoy solicitando que se funcione 
con un cierto ritmo racional y de respeto a las fuerzas políticas 
y al Poder Legislativo. 
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Estamos discutiendo acerca del mecanismo de recurso de 
referéndum en el Uruguay y no en cualquier otra parte del 
mundo. El señor Senador Korzeniak hacía referencia -como lo 
ha hecho muchas veces- a que estos mecanismos de referén- 
dum y los plebiscitos existen en algunos países del mundo y en 
otros no. Asimismo, hay países del continente que se sorpren- 
den cuando les contamos o cuando asisten a esos pronuncia- 
mientos populares, a esa capacidad que nos dimos los urugua- 
yos a través de determinados mecanismos constitucionales de 
poder expresarnos de manera directa con respecto a una ley 
aprobada en el Parlamento. Se sorprenden y afirman que los 
uruguayos tenemos toda una tradición, una historia y profun- 
das raíces democráticas que hacen que se expresen a través de 
este tipo de mecanismos por una voluntad popular que puede 
decir que sí o que no. De todas maneras, el pueblo uruguayo 
tiene la oportunidad de expresarse con respecto a temas impor- 
tantes de la vida del país o a temas trascendentes que abordó el 
Parlamento. 


Este es el Uruguay, el paisito solidario, señor Presidente. 
Este es el Uruguay, país de asilo, país que nace y tiene sus 
raíces en una peculiaridad histórica que hace que los urugua- 
yos y uruguayas tengamos determinadas características que tras- 
cienden los partidos, los lemas, los agrupamientos y los secto- 
res, y que hacen a nuestro ser y conciencia nacional. Este es el 
paisito fraterno. Este es el paisito que tiene sus raíces en los 
cabildos abiertos, en las asambleas orientales, en la educación 
para la democracia, en una profunda, transformadora y precur- 
sora reforma educativa que permitió abrir caminos para darle a 
todos los ciudadanos los instrumentos para ejercer la democra- 
cia; también para tener juicio crítico, para poder formar opi- 
nión y para poder incidir en la vida del país. Eso es lo que 
somos los uruguayos; esto es el Uruguay y, por lo tanto, es un 
país que se organiza solidariamente por un tema que lo con- 
mueve, que junta firmas, por ejemplo, para resolver el proble- 
ma de una policlínica, para reclamar por un cargo para un 
auxiliar de servicio en una escuela, para reclamar ante las Jun- 
tas Departamentales. Se juntan firmas también para conseguir 
una bombita o para generar un espacio verde o un lugar de 
recreo en determinada zona. Es un Uruguay que entrelaza ob- 
jetivos, que discute de política y de fútbol con apasionamiento 
en todas partes. Es un país que a lo largo de su historia se ha 
informado -aun en posturas que puedo no haber acompañado o 
no acompañar hoy- que seguía audiciones radiales en el medio 
del campo y discutía de política, se interiorizaba y tomaba 
partido, quería incidir y formar parte del quehacer político y 
nacional. 


Estamos hablando en el Parlamento, que es el Poder del 
Estado con mayor representatividad y, por lo tanto, las expre- 
siones diversas de este país con estas características se refle- 
jan, se expresan y se representan en él. El pueblo uruguayo 
debe tener las posibilidades de expresarse, de conocer los te- 
mas que están, que estuvieron y que estarán en debate aquí, y 
estar en las manos, en el corazón y en la cabeza de todos los 
ciudadanos y ciudadanas que nos pusieron aquí. Deben tener la 
información -no la sobresaturación de datos- correcta y la po- 
sibilidad de pronunciarse y tomar partido. 


240-C.S. 


Este es el país del “Río de Libertad”, este es el país del 
“No” a la dictadura, de ese hecho que conmovió al mundo 
entero votando en un pronunciamiento de esas características. 
El país le dijo “No” a la dictadura en el Uruguay, también 
votando. 


Nosotros pensamos que la democracia está en discusión en 
cada acto cotidiano que hacemos y en cada ley que se discute. 
En este país se arrasó con la democracia porque era la única 
forma que se tenía para implantar un proyecto determinado, 
cuyos intereses eran los del capital financiero; para eso tenían 
que arrasar con las formas de organización y participación, 
esas formas solidarias y de movilización que tenía el pueblo 
uruguayo. Para ello en el Uruguay, a diferencia de otros países, 
tenían que liquidar todo lo que era movimiento popular, parti- 
dos políticos, expresiones públicas, prensa independiente, todo 
ese amasar y entrelazar sueños y anhelos. Necesitaron destro- 
zar el entretejido social del Uruguay para poder llevar adelante 
sus intereses y es de esa manera que se arrasó en nuestro país 
con la democracia. 


Pero la democracia se puede profundizar y hacerla avanzar, 
o se la puede recortar. En esto podemos tener algunos matices 
diferentes con mis compañeros de Bancada porque no tuvimos 
oportunidad de intercambiar ideas sobre los aspectos funda- 
mentales de este tema, por lo que voy a pedirles permiso para 
expresar algunas cosas en las cuales a lo mejor tenemos distin- 
tos puntos de vista. 


Creo que en este momento no estamos asistiendo a un avance 
y a una profundización de la democracia -y este proyecto de 
ley es ejemplo de lo que digo- sino a un recorte de ella por 
distintas vías: mediante un “reforzamiento” del Poder Ejecuti- 
vo por la reforma constitucional -y esto lo manifestamos en 
ocasión de tratar la ley de urgente consideración- pero también 
por la vía de los hechos y de cada paso que se da en ese 
sentido. Y digo que es un recorte en la medida en que ese 
contenido de representatividad que tiene este Parlamento se ve 
afectado cuando, velozmente -tal como dijimos- ingresa por 
una Cámara y sale por la otra sin la posibilidad de abrir una 
discusión seria y respetuosa, en la que podamos discrepar, vo- 
tar y ganar o perder esa votación. Pero poder dar ese debate y 
hacer ese estudio en profundidad enriquecería a la democracia 
de este país y al Parlamento. 


Decíamos, señor Presidente, que estas urgencias son dignas 
de mejor causa -permítaseme decirlo así- y las sesiones ex- 
traordinarias son dignas de otras urgencias de la vida del país. 
En realidad, esta es una sesión extraordinaria que se convoca 
para recortar un mecanismo de democracia directa, una sesión 
que urge realizar para recortar la capacidad, los caminos y los 
instrumentos que tiene el pueblo uruguayo para expresarse. 
Nosotros siempre hemos respetado la voluntad popular cuando 
respaldamos y apoyamos instancias de referéndum, de plebis- 
citos o de iniciativas populares, y esas iniciativas han prospe- 
rado y contado con un respaldo importantísimo de la pobla- 
ción, tal como sucedió en ocasión del plebiscito de defensa del 
patrimonio nacional y de las empresas públicas. También res- 
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paldamos la voluntad popular cuando, con muchísimo dolor, 
aquello que impulsábamos y que para nosotros era verdad y 
justicia no contó con la mayoría necesaria, por las razones que 
sean, en un momento determinado. Es cierto, respetamos la vo- 
luntad popular, pero pensamos que dicha voluntad popular -y lo 
dijimos cuando discutimos la ley de urgente consideración- no 
se respeta cuando un plebiscito pretende defender el patrimo- 
nio del país y por otras vías, otros caminos, mediante otras 
formas, se escamotea esa voluntad popular abriendo posibili- 
dades para privatizaciones que expresamente recibieron un con- 
tundente “No” por parte de la mayoría de la ciudadanía. 


Asimismo, hemos asistido a un hecho que en lo particular 
me parece que es histórico, por lo menos considerando el tiem- 
po que llevo en el Parlamento. Creo que por primera vez la 
coalición de Gobierno tuvo a todos los integrantes de la Asam- 
blea General sentados en sus bancas para poner el sello, la 
tapa, a un pronunciamiento en contra de la voluntad popular, 
como lo fue inhabilitar las firmas que se recogieron para dero- 
gar algunos aspectos de la reforma de la Seguridad Social. Nos 
llamó poderosamente la atención que determinados mecanis- 
mos que existen a nivel de la Corte Electoral no fueran tenidos 
en cuenta para revisar esas firmas y que luego se le diera un 
tratamiento en la Asamblea General, como dije, histórico -aun- 
que hay compañeros con más años de Parlamento que yo- ya 
que estaban todas las butacas ocupadas para poder ponerle la 
tapa a un pronunciamiento que para nosotros fue bastante vi- 
drioso, por lo menos en la manera cómo se manejó la voluntad 
popular en lo que tiene que ver con las AFAPs. 


Por eso digo que nosotros respetamos la voluntad popular 
cuando nos acompañan y cuando no lo hacen. Pero también 
quiero señalar que la práctica de legislar para modificar la 
realidad política o para incidir sobre ella se ha ido convirtien- 
do en un procedimiento cada vez más habitual y que no com- 
partimos. A diferencia de mi compañero, el señor Senador 
Korzeniak, me da curiosidad, me resulta raro el apuro que 
existió en la Cámara de Representantes para votar la modifica- 
ción del recurso de referéndum en medio del tratamiento de la 
ley de urgente consideración, así como el apuro por aprobarla 
en el Senado sin ninguna modificación y sin tener en cuenta 
opinión alguna, apenas sancionada la ley mencionada, cuando 
la Mesa Sindical Coordinadora de Entes, o sea, los sindicatos 
que agrupan a los Entes, está estudiando y valorando todos los 
caminos que la Constitución de la República le brinda para 
poder abordar los resultados de la ley en lo que tiene que ver 
con la playa de contenedores, con AFE, y en lo que suponemos 
vendrá en el Presupuesto Nacional con respecto a ANTEL, lo 
que ya se ha anunciado por su Presidente. Por lo menos, per- 
mítanme tener el derecho de decir “¡qué fenómeno tan pecu- 
liar!”; en realidad, es peculiar que entre el apuro cuando se 
está analizando esto. 


Además, nuestra fuerza política, que está muy atenta a lo 
que dicen las organizaciones sociales y sindicales -muchos de 
nosotros somos o fuimos parte de ellas- también está conside- 
rando ese estudio, esa exploración de caminos que está hacien- 
do la Mesa Sindical Coordinadora de Entes y la Central de 
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Trabajadores. Escucharemos con mucha atención el debate que 
se pueda dar, pero parecería que hay mucho apuro ante este 
tema. Además, hay una curiosa coincidencia en el tiempo que 
nos parece abona una manera de legislar que no compartimos. 
Para ser más clara, voy a dar un ejemplo de lo que estoy 
diciendo. Se hace una reforma constitucional creando un balo- 
taje cuando la izquierda y las fuerzas progresistas tienen la 
posibilidad de acceder al Gobierno. Seguramente, la idea debe 
haber surgido en la noche de las elecciones de 1994. Quiere 
decir que se legisla para incidir sobre la realidad política, y ese 
no me parece que sea el camino adecuado. Seguramente, el 
señor Senador Korzeniak me podrá enseñar mucho sobre Filo- 
sofía del Derecho y además hay otros señores Senadores que 
podrán saber más que yo; pero legislar para modificar la reali- 
dad política que no se puede cambiar por medio de otros cami- 
nos, no parece que sea lo adecuado. Además, legislar sobre la 
iniciativa popular, sobre algo tan preciado para nosotros, sobre 
la capacidad de la ciudadanía para decir “Sí” o “No” a un 
proyecto de ley aprobado en el Parlamento, ¡si será un tema 
serio y delicado, si deberá merecer por lo menos la atención, la 
preocupación, escuchar opiniones distintas por parte de los 
representantes de esa ciudadanía o de quienes aspiramos a ser 
sus representantes! 


En este país la democracia fue reconquistada con mucho 
esfuerzo, con muchas lágrimas, con mucha sangre, con mucho 
coraje y nadie la regaló, aunque a veces se utiliza el término 
“advenimiento”, como si fuera un momento mágico: “el adve- 
nimiento de la democracia”. Sin embargo, la democracia se 
reconquistó en este país y para nosotros el objetivo principal 
es avanzar y profundizarla. Por eso comparto fervorosamente 
lo que dice el señor Senador Korzeniak, aunque no tuve la 
oportunidad de conversar con él en la Bancada, en cuanto a la 
iniciativa en materia de leyes. 


Lo comparto de todo corazón y desde hace mucho tiempo, 
porque hemos ido pensando y conversando sobre cuáles son 
los caminos para reglamentar esa posibilidad. Fíjese, señor Pre- 
sidente, qué estupendo instrumento sería para nuestro pueblo, 
para la ciudadanía, para las organizaciones sociales y sindica- 
les de este país, tener la reglamentación -porque la Constitu- 
ción ya lo permite- para ejercer el derecho de tener la iniciati- 
va y para legislar proyectos de ley articulados que tengan que 
ver con aquellas cosas que la Constitución no prohíbe que 
tengan iniciativa en el Poder Legislativo y que no prohíba que 
la ciudadanía tenga iniciativa por la negativa. 


Estoy de acuerdo con lo que decía el señor Senador Korze- 
niak y digo más: no tendría que ser el 25%. Sé que él lo 
planteó en el marco de este proyecto de ley. Si para reformar 
la Constitución -como decía el mismo señor Senador- según el 
literal a) del artículo 331 se necesita un 10%, creo que para 
impulsar una ley por iniciativa popular el porcentaje no tendría 
que ser mayor que el que se necesita para reformar nada más ni 
nada menos que la Constitución de la República. Creo que eso 
tendría que ser motivo de un análisis, de un estudio, y no fruto 
de una improvisación de un artículo. Si hay que improvisar un 
artículo, estoy dispuesta a presentarlo, en el sentido de decir 
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que para ejercer el derecho de iniciativa en materia de leyes a 
que refiere el artículo 79 de la Constitución, será de aplicación 
el mecanismo que dispone el literal a) del artículo 331. Esta 
disposición que se ha presentado tiene tantos defectos que pro- 
poner una que no sea muy exacta desde el punto de vista 
gramatical, no creo que le agregue nada. La propondría ahora 
mismo, si se da la discusión. 


(Murmullos en Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Entonces, podríamos presentar ese 
artículo hoy o darnos los tiempos para que mi fuerza política, 
es decir, el Encuentro Progresista-Frente Amplio, tenga opor- 
tunidad de reunir a su Bancada para tratar este tema y hacer 
una formulación correcta, como seguramente nuestros compa- 
ñeros son capaces de hacerlo desde el punto de vista jurídico. 
Asimismo, en ese lapso podríamos corregir defectos que tiene 
este proyecto de ley, ya que algunos realmente pueden generar 
problemas en el futuro. De modo que, dentro de una semana o 
dentro de un mes, podremos venir con un proyecto de ley que 
corrija los errores de la iniciativa que hoy se tiene intención de 
aprobar. Lo más importante es que nosotros deberíamos estar 
discutiendo si estamos o no de acuerdo con que la ciudadanía 
tenga mecanismos con los cuales se exprese y diga: “Señores 
parlamentarios, se equivocaron; no estamos de acuerdo con tal 
proyecto de ley o con aspectos de la ley que ustedes aproba- 
ron”. También la ciudadanía puede decir: “Queremos impulsar 
este proyecto alternativo o este proyecto de ley que tiene que 
ver con las urgencias de nuestra vida cotidiana, y con los pro- 
blemas que realmente tenemos los uruguayos”. Eso es lo que 
tenemos que discutir. ¿Estamos de acuerdo con ello? Lo otro 
es incursionar en si corresponde tal porcentaje o tales días 
pero, en definitiva, la discusión de fondo, hasta ahora, se ha 
orillado. Sobre la discusión de fondo con respecto a la volun- 
tad política del conjunto del Parlamento en cuanto a la demo- 
cracia directa y a la profundización de la democracia, hasta el 
momento, no he escuchado una palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado una moción a la Mesa 
para prorrogar el tiempo de que dispone la oradora. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

- 22 en 23. Afirmativa. 

Puede continuar la señora Senadora Arismendi. 


SEÑORA ARISMENDI.- Gracias, señor Presidente, voy a 
tratar de ser breve. 


Decía que cuando se modifica un proyecto de ley y una ley 
que tiene esta delicadeza, que hace a nuestra conciencia nacio- 
nal y a nuestra mejor historia, deberíamos, por lo menos, abrir 
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el ámbito y el espacio para discutir el problema de fondo. 
Quisiera saber si estamos todos de acuerdo con que es válida, 
es necesaria, es rica y profundiza la democracia en el Uruguay, 
haciéndonos peculiares en la región y en el continente, por esa 
capacidad que tenemos de que la ciudadanía nos corrija; en- 
tonces, señores parlamentarios se equivocaron si estamos de 
acuerdo realmente en que los caminos para el desarrollo del 
país pasan por la profundización de la democracia y a la luz de 
esa discusión, podríamos ver si los caminos y los instrumentos 
que tenemos son los mejores y los más adecuados o no. Pero 
no invertir la discusión, porque eso es lo que estamos hacien- 
do. Digo esto porque estamos discutiendo si los procedimien- 
tos tales o cuales son más o menos eficientes. Lo que se nos 
pone a consideración es, en definitiva, privar un elemento fun- 
damental de la democracia, que es el debate, la información y 
el intercambio. El señor Senador Korzeniak hablaba de los 
tiempos y de los plazos. Decía muy acertadamente que las 
fuerzas políticas, en general, respaldamos o nos sumamos, pero 
yo diría que en todos los casos las iniciativas han nacido de las 
organizaciones sociales, sindicales o no. De ahí han salido las 
iniciativas, de ahí nos tenemos que nutrir, más allá de que las 
fuerzas políticas las apoyemos o no. Ellas surgen del seno de 
la sociedad, del entretejido social o de lo que algunos llaman 
la sociedad civil. Fíjese, señor Presidente, qué mecanismo mag- 
nífico da nuestra Constitución para que esto se exprese. 


Entonces, cuando recortamos los plazos, estamos recortan- 
do ese tiempo en el cual aquellos que impulsan y que están 
convencidos de que hay que modificar determinado aspecto o 
toda una ley, conversan, se expresan, debaten, informan, gol- 
pean puertas y escuchan. Diría que una de las experiencias más 
importantes que hemos tenido todos los que hemos trabajado 
para determinados referendos y plebiscitos, es haber aprendido 
de lo que piensa la gente, de lo que siente y de cómo interpreta 
determinada información. Muchas veces hemos conquistado 
una firma o un voto, y otras no, pero siempre salimos enrique- 
cidos, con ideas nuevas y con otras preocupaciones. Por lo 
tanto, es más democrático porque esos plazos habilitan para 
dar ese intercambio necesario. Esto es distinto a si lo que 
queremos es que lo que pasa acá quede dentro de este ámbito. 
Hay que tomar en cuenta que el fruto de toda una serie de 
elementos que hacen hoy a los medios de comunicación y a la 
forma como llega la información, tiene repercusión en el desa- 
rrollo del pensamiento, porque éste no es el mismo cuando la 
gente trabaja todo el día o busca trabajo y vuelve a su casa y 
hace una especie de monólogo que no tiene forma de debate, 
que no tiene manera de contraponer y de discutir, que cuando 
lo hace en sociedad, en grupos sociales donde discute, analiza, 
se pone de acuerdo o discrepa. 


Por lo tanto, son esos los temas que tendrían que estar 
sobre la mesa y sobre los que tendríamos que pronunciarnos. 
Pero, como decíamos, podemos cerrar esos caminos, en una 
época en donde las fracturas de memoria, la prédica de la 
desmemoria y la distorsión de la memoria, hace que haya frac- 
turas en el desarrollo de la sociedad y de una generación a la 
otra. En consecuencia, el ejercicio democrático, el conversar 
mano a mano, el debate público a través de los medios de 
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comunicación, enriquece y va entrelazando, subsanando y ge- 
nerando caminos que nos aproximan a un desarrollo más armo- 
nioso desde el punto de vista social e histórico. 


Por lo tanto, decimos, señor Presidente, que lo que discuti- 
mos hoy va más allá de los días, o de si la papeleta va de una 
manera u otra. En definitiva, estamos discutiendo si damos 
curso, si desarrollamos lo que son nuestras raíces y toda nues- 
tra historia; si desarrollamos las raíces profundas que tenemos 
arraigadas en el ideario Artiguista al cual le debemos hacer 
homenajes. Pero lo más importante debería ser ir superándolo 
en el transcurso del desarrollo de la sociedad, avanzando cada 
vez más sobre esa base de principios que nos dio. Me refiero a 
aquella frase que decía “Mi autoridad emana de vosotros y 
cesa ante vuestra presencia soberana”. 


6) INTEGRACION DE COMISIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un asunto interno 
llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 


“La Mesa informa que ha resuelto integrar la Comi- 
sión de Ganadería, Agricultura y Pesca con la Comisión 
de Hacienda a solicitud de esta última Comisión a efec- 
tos de considerar el proyecto de ley sobre vencimiento 
de deudas del sector agropecuario, que obra en la Car- 
peta N” 183/2000, y todos aquellos asuntos referidos a 
la situación de endeudamiento de dicho sector”. 


-S1 no se hace uso de la palabra, se va a votar el trámite 
solicitado. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) RECURSO DE REFERENDUM CONTRA LAS LE- 
YES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión del proyec- 
to de ley. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Correa Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- El proyecto de ley que tene- 
mos a consideración del Senado en el día de hoy tiene como 
finalidad modificar algunas disposiciones de la Ley N* 16.017 
de 20 de enero de 1989, por la cual se reglamentó oportuna- 
mente el Recurso de Referéndum previsto en el artículo 79, 
inciso segundo, de la Constitución. 


El Referéndum, conjuntamente con la iniciativa popular, es 
uno de los institutos más importantes del gobierno directo. El 
Referéndum tiene origen en Esparta y según la leyenda que nos 
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relata Plutarco, lo habría recibido Licurgo directamente del 
Oráculo de Delfos. 


Además, el Referéndum es un instituto que se aplicó en 
Roma, fundamentalmente para recibir la opinión de la plebe, a 
efectos de que ésta se pudiera pronunciar a favor o en contra 
de las decisiones que adoptaban los Magistrados. 


Nuestro sistema constitucional a partir de la Constitución 
de 1967 incorpora estos dos institutos que me parece que son 
profundamente democráticos -como se ha dicho en Sala- y, 
además, el Constituyente les ha dado el mecanismo correspon- 
diente para que sin reglamentación se puedan aplicar. Hoy, 
antes de venir a Sala leía un memorable artículo sobre el Re- 
curso de Referéndum publicado hace muchos años, casi 30, 
por aquel inolvidable profesor Alberto Ramón Real, que hacía 
referencia a que en función de lo dispuesto por el artículo 332 
de la Constitución de la República, no es necesaria una ley 
reglamentaria para que se pueda aplicar este instituto. Además, 
todos conocemos las razones históricas por las cuales el Parla- 
mento, en su momento, decidió reglamentar esta disposición. 
Fue, fundamentalmente, para terminar con las discusiones y 
con las dificultades con que se tropezó oportunamente como 
consecuencia de la impugnación de la llamada Ley de Caduci- 
dad de la Pretensión Punitiva del Estado. 


Creo que la reglamentación que hoy se propone al Cuerpo 
es ajustada a la Constitución y lo único que hace es prever dos 
vías. Una de ellas es la normal, por la cual simplemente lo que 
se hace es recoger lo que establece el texto constitucional, es 
decir, que el 25% de los inscriptos habilitados para votar -no 
se refiere a los ciudadanos sino al total de inscriptos habilita- 
dos para votar- pueda interponer, dentro del año de su promul- 
gación, el Recurso de Referéndum contra las leyes. Este aspec- 
to en el proyecto de ley que hoy tiene a consideración el Sena- 
do se mantiene inalterado, es la vía normal, es decir que el 
25% de los habilitados para votar, dentro del año de promulga- 
da la ley, pueden perfectamente interponer el recurso. Pero, 
además de esa vía normal que quizá puede presentar algunas 
dificultades -de todos modos hay un año para poder recoger 
las firmas- se prevé una vía rápida, como bien señalaba hoy el 
señor Senador Atchugarry. Se trata de un mecanismo que faci- 
lita la interposición del recurso ya que prevé que el 2% de los 
inscriptos en el Registro Cívico Nacional puede interponer re- 
curso, dentro de un plazo de 150 días contados a partir del día 
siguiente de la promulgación de la ley. 


Frente a esto me pregunto: ¿es inconstitucional o viola la 
Constitución de la República prever un mecanismo de esta 
naturaleza? Creo que antes de contestar si es constitucional o 
no debemos razonar. La Constitución establece que la interpo- 
sición del Recurso de Referéndum se debe o se puede hacer 
dentro del año de promulgación de la ley. ¿Qué quiere decir 
esto? Quiere decir que el recurso se puede interponer al mes, a 
los tres meses, a los seis meses o antes de llegar al año. Lo 
mismo sucede con los plazos procesales. Para apelar una sen- 
tencia definitiva se tienen 15 días hábiles y el apelante puede 
apelar al otro día, a los 5 días, a los 10 días o en el momento 
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en que se cumple el plazo de los 15 días. Lo mismo ocurre con 
el plazo que se tiene para interponer la acción de nulidad ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que es de 60 
días. En consecuencia, quien promueve la acción de nulidad 
elige si lo hace a los 10 días, a los 20 o el día 60. Está dentro 
del plazo. 


En este momento, la ciudadanía tiene dos vías a partir de la 
sanción de este proyecto de ley y en la hipótesis de que el 
Senado le dé aprobación en la noche de hoy. Por lo tanto, una 
vía rápida es que el 2% de los habilitados para votar pueda 
interponer el recurso dentro del plazo de 150 días. La otra 
opción es la vía normal, la que prevé la Constitución. 


Entonces ¿dónde está la inconstitucionalidad de esa nor- 
ma? Siguiendo el criterio de la jurisprudencia de nuestra Su- 
prema Corte, que a su vez sigue las enseñanzas de Justino 
Jiménez de Aréchaga, cuando hay dudas respecto a si una ley 
es constitucional o no, hay que preferir aquella interpretación 
que asegure o afirme la constitucionalidad. 


Honradamente, con absoluta convicción sostengo que este 
proyecto de ley es constitucional, respeta el artículo 79, inciso 
segundo y no limita para nada la voluntad de la ciudadanía. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Indudablemente, abordar este tema 
con tantas exposiciones realizadas por notorios y valiosos cons- 
titucionalistas, puede en cierta forma parecer un acto inconve- 
niente. 


Creo que si dejamos de lado algunos aspectos de carácter 
netamente constitucional, opinando sobre la constitucionalidad 
de esta norma, y abordamos otros que tienen que ver con cues- 
tiones más generales a los que se ha referido la señora Senado- 
ra Arismendi, en este proyecto se pueden advertir cosas extra- 
ñas O fuera de lo común. En primer lugar, en mi corta expe- 
riencia parlamentaria, es la primera vez que veo un proyecto 
de ley sin exposición de motivos; quizás esto tenga alguna 
razón. Se podría decir que no se pudo o no se quiso establecer 
en el exordio de este proyecto, como habitualmente se hace. 
¿Cuál es el motivo por el que se modifica un proyecto que 
atañe a un mecanismo de democracia directa? 


En segundo término, para analizar las modificaciones a este 
instrumento de referéndum y democracia directa, deberíamos 
tener en cuenta la historia que tuvo este instituto en la vida del 
país. 


Muchas veces se habla de gimnasia electoral, pero a fuerza 
de ser sincero, debo decir que si se toman en cuenta los quince 
años de vigencia de las instituciones democráticas en el Uru- 
guay y se suman los seis años que van desde 1967 a 1973, 
cuando se interrumpió el imperio de la Constitución en el país, 
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nos damos cuenta de que en esos 21 años de vigencia del 
instituto, sólo se usó dos veces: en oportunidad de la Ley de 
Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado y en ocasión 
de la Ley de Empresas Públicas; y, además, hubo tres intentos 
fallidos de emplearlo. 


SEÑOR SINGER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SINGER.- Debo decir, señor Presidente, que me 
asalta una duda. 


OÍ decir al señor Senador Nin Novoa que le llamaba la 
atención que este proyecto de ley no tuviera exposición de 
motivos. Lo que sucede es que esta iniciativa cuenta con san- 
ción de la Cámara de Representantes; quienes allí lo presenta- 
ron tienen que haberlo hecho con exposición de motivos. De lo 
contrario, la Cámara no podría haber aceptado la propuesta. 
Entonces, cuando pasó al Senado con sanción, no vino con 
exposición de motivos; siempre es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Quisiéramos haber tenido más tiem- 
po para estudiar todos los antecedentes y haber podido leer, 
con el derecho legítimo que a todos nos asiste, la exposición 
que el señor Senador supone debe haber sido presentada en la 
Cámara de Representantes. 


Ahora bien; estaba hablando del uso de este instituto de 
referéndum y decía que en estos 21 años de vida del mismo, se 
había aplicado únicamente dos veces y, además, se había in- 
tentado poner en práctica en otras tres oportunidades. Es decir 
que el pueblo uruguayo tuvo un comportamiento muy ajustado 
a lo que es el uso de este instrumento. De ninguna manera 
puede afirmarse -no digo que se haya hecho en Sala, pero lo 
puedo inferir por los argumentos que se están esgrimiendo 
para modificar esta ley que reglamenta el referéndum- que se 
ha abusado o que es para que no se abuse del uso del mismo y 
para no tener al país embarcado en una gimnasia electoral. El 
hecho de que se haya usado cinco veces en 21 años habla a las 
claras, reitero, de la ecuanimidad con que se ha manejado el 
pueblo uruguayo con respecto al uso de esta posibilidad que la 
Constitución felizmente nos otorga. 


La primera vez que se empleó este mecanismo fue en opor- 
tunidad de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. Todos recordamos la oposición tenaz y hasta furiosa 
que en algunos casos se hizo, tratando de impedir que la gente 
se expresara y se diera a sí misma el derecho a opinar sobre 
este asunto, que era vital para la sociedad uruguaya que salía 
de un período traumático y donde estaban en juego valores que 


CAMARA DE SENADORES 


29 de Junio de 2000 


hacían a la definición de nuestra sociedad. También recuerdo 
que luego que este instrumento se usó y el pueblo fue a las 
urnas y ratificó la ley, los mismos que habían criticado fuerte y 
tenazmente la posibilidad del uso de este mecanismo, dijeron: 
“Ahora sí, el pueblo laudó”. Eso está bien y lo comparto; para 
mí este tema está laudado. 


Creo que esto no debe verse como un mecanismo de intro- 
misión o de tratar de poner un “by pass” a la llamada democra- 
cia representativa que todos integramos, sino como un comple- 
mento de esa democracia que todos tratamos de cuidar. Mu- 
chas veces, en el ámbito de las decisiones que se van tomando, 
podemos estar lejos de la realidad que el pueblo, más abajo, 
está sintiendo. Por lo tanto, creemos que estamos precisando 
tiempo para profundizar el estudio de este proyecto de ley, 
sobre el que el señor Senador Correa Freitas ha hecho algunas 
aclaraciones importantes, en el sentido de que se trata de dos 
mecanismos. Me parece altamente improbable que el primer 
mecanismo pueda ponerse en funcionamiento, el del 25%, cuan- 
do existe otro del 2% que es, en este caso, una situación más 
restrictiva que el 0,5%. 


Personalmente, como creo en la participación del pueblo y 
en el hecho de que tenemos que buscar los mecanismos que 
vayan profundizando dicha participación, me resisto a votar 
una norma que impida a la gente acceder de manera más rápi- 
da, aun manteniendo el principio fundamental a que hace refe- 
rencia el artículo 1%, modificando el 21, restringiendo esta po- 
sibilidad de acceso de la ciudadanía a la democracia. También 
me pregunto por qué no abordamos otros mecanismos que hay 
en la Constitución de la República y que son fuertemente res- 
trictivos en algunos casos, que tienen injerencia sobre los go- 
biernos municipales, como por ejemplo, el artículo 300 ó 303, 
que hace que con mil firmas se pueda echar abajo un decreto 
de la Junta Departamental, en un ámbito absolutamente ajeno 
al Gobierno Municipal, como es el Parlamento. Cuando el Po- 
der Ejecutivo, a través del artículo 300 puede, por razones de 
interés general, presentar recursos contra decretos del gobierno 
departamental que crean o modifican impuestos, me parece 
que estos sistemas, que se entremezclan y dan una visión con- 
tradictoria de lo que queremos que sea la sociedad, son los que 
tendríamos que analizar en su conjunto. Por eso estamos pi- 
diendo tener la posibilidad de estudiar esto más profundamen- 
te. Estoy en la misma posición que el señor Senador Korze- 
niak. Lo he dicho públicamente y no participo de la idea de 
presentar un recurso contra la ley de emergencia y por eso 
queremos tener oportunidad de realizar un estudio más profun- 
do de un proyecto que para nosotros es restrictivo. 


También tenemos una suerte de mandato artiguista al cual 
apelar, como decía la señora Senadora Arismendi. Ella habló 
de la frase “Mi autoridad emana de vosotros...” y yo me voy a 
referir a la que decía el Prócer “Para mí nada más lisonjero 
que los pueblos expresen su libertad”. Todas aquellas cosas 
que perjudiquen la expresión de la voluntad de los pueblos, no 
van a contar con nuestro apoyo. 
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SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero dejar una breve constancia por- 
que me parece que este tema es muy trascendente y sería bas- 
tante penoso que termináramos aprobando algo muy importan- 
te sin realizar un debate con la profundidad, la cantidad de 
intervenciones e intercambio de opiniones que el tema merece. 


Por la vía del procedimiento aquí está en juego la viabili- 
dad de un instituto de democracia directa que es absolutamente 
básico. Aclaro que creo firmemente en los institutos de demo- 
cracia directa, y con relación a esto hay muy buena experiencia 
en el Uruguay, tal como lo expresó el señor Senador Nin No- 
voa. Me preocupa -diría que mucho- el procedimiento que se 
utiliza en este caso para tratar este proyecto de ley en el Sena- 
do. En realidad, si continuamos por este camino, es muy pro- 
bable que en poco tiempo estemos con grandes tensiones polí- 
ticas, porque si uno es partidario del unicameralismo pero el 
sistema que rige es el bicameral, existe un problema. En este 
caso, pienso que se ha inventado algo muy “sui generis” pues 
se tienen dos Cámaras en un sistema por el cual una Cámara 
discute y aprueba un tema y, la otra, lo avala sin tiempo, ni 
siquiera para analizarlo. Al respecto, ya tenemos dos experien- 
cias. La primera es la Ley de Urgencia que introduce un proce- 
dimiento de urgencia para temas que quizás no eran de urgente 
consideración y que nos llevó a sesiones maratónicas en la 
Comisión de Constitución y Legislación; luego en el Plenario 
terminamos aprobándola después de sesionar en forma impre- 
sionante en cuanto a la cantidad de horas de discusión, que 
inclusive terminó afectando la salud del señor Vicepresidente 
de la República. Por su parte, en la Cámara de Representantes 
se consideró, los Legisladores discutieron largamente, pero no 
pudieron introducir ni siquiera una coma en el proyecto de ley 
de urgencia. Como hay conciencia en las Bancadas de los par- 
tidos de Gobierno de que existen errores importantes, ahora en 
la Ley de Presupuesto o por otra vía van a venir las correccio- 
nes a la Ley de Urgencia. 


Asimismo, tenemos una segunda experiencia. El señor Se- 
nador Korzeniak, que es un veterano en estas lides, se enojó 
mucho en la Comisión de Constitución y Legislación -y creo 
que tenía toda la razón- porque este tema no estaba en el orden 
del día ni en ninguna parte. Luego apareció, en una hora se 
aprobó, se le dio entrada en el Senado y a los dos días lo 
estamos aprobando. En verdad, aunque lo he intentado, no he 
podido hacer un estudio en profundidad sobre los aspectos 
jurídicos implicados en este tema, porque por más esfuerzo 
que hagamos creo que no lo vamos a poder hacer. Entonces, 
¿qué es lo que se quiere desde el punto de vista político? 
¿Queremos que una Cámara trate el tema, lo apruebe y la otra 
lo avale, así podemos dar el asunto por terminado? Si este es el 
sistema, creo que vamos a tener grandes problemas, a mi juicio 
inútilmente. En realidad, lo que uno no entiende es el apuro, 
porque si se está pensando en la posibilidad de bloquear el uso 
del instituto del referéndum para la Ley de Urgencia, igual se 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-245 


tenía bastante tiempo para poder hacer estas modificaciones 
legales y que no se aplicara. Entonces, además de no entender, 
no compartimos este procedimiento. 


La segunda puntualización que quería hacer es la siguiente. 
En la última sesión de la Cámara de Representantes en el pe- 
ríodo legislativo anterior, se quiso introducir esta iniciativa y 
aprobarla por imposición política, pero no se pudo porque a 
veces las Bancadas, incluso las oficialistas, son poco discipli- 
nadas en cuanto al uso del tiempo. Es cierto que aquel proyec- 
to era infinitamente peor que éste y hay que reconocerlo, pero 
también debemos reconocer que éste tiene problemas impor- 
tantes. Entonces, no podemos decidir cuestiones tan trascen- 
dentes que hacen a la arquitectura básica del sistema democrá- 
tico tratándolas 48 horas en el Senado de la República y luego 
aprobarlas. No entiendo la premura que ha demostrado la Ban- 
cada de Gobierno, que integra la coalición y que hoy tiene la 
mayoría. 


A veces uno debería pensar los temas tanto como si fuera 
Gobierno, como si estuviera en la oposición. Los viejos maes- 
tros dicen que en materia de legislación y de cuestiones políti- 
cas, ese es el punto de vista que hay que adoptar: el tema debe 
valer porque por sí mismo es valioso para el sistema, tanto si 
uno es Gobierno como si está en la oposición. Es posible que 
hoy le convenga al Gobierno, pero se puede dar la posibilidad 
de que los sectores que hoy están en el poder mañana sean 
oposición. Podría afirmar que muy difícilmente los sectores 
que hoy son Gobierno y que casi con seguridad en el futuro 
serán oposición, van a poder presentar una iniciativa de refe- 
réndum por los mecanismos que aquí se quieren aprobar. En 
realidad, no me debería alegrar por eso. Digo que es muy 
difícil porque existen problemas de instrumentación, a los que 
luego me voy a referir y sobre los que sí me he ocupado de 
asesorarme en estas 48 horas. Además, quien habla alguna 
experiencia ha tenido en la iniciativa por el “voto verde”. Por 
otra parte, de esto, señores Senadores, los frenteamplistas sa- 
bemos. 


Creo que se trata de un principio democrático que surge de 
la voluntad ciudadana, por lo que debemos habilitarla y abrir 
cauces en los grandes temas de debate nacional. El principio 
no es el contrario, es decir, cómo se pueden generar ingenie- 
rías para bloquear la expresión de la voluntad ciudadana o para 
dificultarla tanto que finalmente no se dé por el instituto de 
democracia directa. A mi juicio, hubiera sido dramático para la 
sociedad uruguaya no contar con el plebiscito del “voto verde” 
-y prefiero nombrarlo de esa manera- o el plebiscito de la 
vigencia de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado. Insisto en que hubiera sido terrible que por algunas 
firmas se hubiera estado discutiendo mucho tiempo, por el 
hecho de que en realidad se quería, pero no se pudo. El resul- 
tado no nos satisfizo a muchos de los que quedamos en la 
minoría, pero entiendo que fue muy bueno para la sociedad 
uruguaya el poder expresarse sobre ese tema. La verdad es que 
hubo una dificultad enorme con el procedimiento de las 600.000 
firmas; por ese motivo y por otros, después vino una legisla- 
ción que trató de encontrar otros caminos y facilitar los proce- 
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dimientos. Esa legislación ha demostrado que tiene problemas, 
pero a la hora de cambiarla, creo que no se deberían aplicar 
mecanismos que tienen errores de procedimiento que se con- 
vierten en problemas políticos porque dificultan mucho la ex- 
presión de la voluntad ciudadana. ¿Por qué sucede esto? Por- 
que hay grandes temas en los que la legalidad es muy impor- 
tante, pero el problema de la legitimidad a los ojos de la gente 
es tan importante como el primero. Escuchar a la gente dejan- 
do que se manifieste directamente, es mucho más sano desde el 
punto de vista democrático. 


Debo decir que en el Uruguay actualmente hay un sistema 
de garantías y no conozco casos de voluntades ciudadanas 
inexistentes que hayan sido validadas. No sé si le consta a 
algún señor Senador que exista algún caso expresado en firmas 
que hayan sido validadas cuando eran inexistentes. 


En realidad, conozco el caso contrario, el de voluntades 
ciudadanas de hombres públicos -alguno de ellos está presen- 
te- notoriamente ligados a unas u otras tendencias de sectores 
que, en algún momento, firmaron, y cuya firma fue cuestiona- 
da, por lo que hubo que hacer todo un procedimiento de im- 
pugnación para que, por ejemplo, a Gastón Silbermann -que 
luego fue Senador- le reconocieran su firma. Lo mismo ocurrió 
con el señor Senador Pereyra, con el General Líber Seregni y 
con otras personalidades notorias. 


Quiere decir que el sistema era tan estricto que no dejó 
pasar ni siquiera lo que era auténtico. Si un día aparecieron 
firmas fotocopiadas, ¿cómo funcionó el mecanismo? Por su- 
puesto, lo detectó. Entonces, tenemos un mecanismo que exige 
la coincidencia de cuatro variables: el nombre, la serie, el nú- 
mero y la firma. Además, dicen los funcionarios de la Corte 
Electoral que el 90% de las firmas de los uruguayos siguen 
siendo las mismas en sus rasgos básicos y son reconocibles 
como las que usaban cuando tenían 18 años. En definitiva, 
sólo hemos modificado la firma quienes, por distintas razones, 
tenemos que firmar frecuentemente. Mientras tanto, en el resto 
de los ciudadanos se detecta la misma firma. Como dije antes, 
tiene que existir la coincidencia de estos rasgos básicos, por lo 
cual pensamos que, en verdad, este es un sistema con muchas 
garantías. 


Puede ser que me equivoque, pero me parece que decir que 
hay que utilizar una quinta variable, va a crear una enorme 
complicación, porque la impresión dígito-pulgar derecha que 
ahora se requiere, implica un problema. Actualmente, la Corte 
Electoral tiene cuatro bases de datos: la hoja electoral -que en 
sustancia es igual que la credencial-, el archivo patronímico 
digitalizado -de donde, con nombre y apellido, en seguida se 
obtiene el número y la serie de la credencial del ciudadano-, el 
archivo dactiloscópico -que contiene la huella de todos los 
dedos de las manos- y el expediente de cada uno con todos 
estos datos. 


Ahora bien; como saben todos los que recogieron firmas en 
ocasión de convocarse al “voto verde”, que fue la experiencia 
masiva más importante que se ha hecho -realmente fue una 
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experiencia portentosa, ya que se recogieron alrededor de 
630.000 firmas, lo que hace pensar en un hecho sin preceden- 
tes y quién sabe si va a haber otro de esa magnitud-, el proble- 
ma se planteaba con la confusión que surgía cuando se entra- 
ban las series. Hay decenas de miles de firmas que se perdie- 
ron por el camino por el problema de que se confundía, por 
ejemplo, la *V” con la “*U”, la “Y” con la “J” y la *G” con la 
“E”. El problema estaba en este punto, pero este nuevo meca- 
nismo no lo evita, porque para llegar al archivo dactiloscópico 
se va a tener que partir de los rasgos de identificación de la 
persona. Eso permite pedir la impresión digital en el archivo 
dactiloscópico para luego compararla con la que está allí. Por 
lo tanto, este es un procedimiento muy engorroso y seguramen- 
te se van a perder muchas voluntades ciudadanas, porque el 
punto de partida no va a permitir ingresar al archivo por el 
lugar que se debe. Por consiguiente, este sistema, desde el 
punto de vista de la Corte Electoral, tiene más garantías, sin 
duda; pero desde la Óptica de quienes vamos a recoger firmas 
por causas que nos parecen populares -en vista de que el siste- 
ma democrático nos habilita a hacer funcionar el mecanismo 
de democracia directa-, esto significa que en lugar de 50.000 
impresiones digitales, va a ser necesario recoger de 75.000 a 
80.000. Este es el cálculo que tenemos a esta altura, después 
de haber consultado a personas que en esto ya nos asesoran en 
el Uruguay; inclusive alguno de ellos, que integra la Cámara 
de Representantes, tiene profunda experiencia en este tema. 


Por lo tanto, juntar, con una almohadilla, en la calle, 75.000 
u 80.000 voluntades, sería una proeza. Puede ser que por un 
gran tema nacional, que genere una conmoción colectiva muy 
profunda, una fuerza política, una fuerza social o un movi- 
miento ciudadano que tenga una gran estructura organizada, 
logre finalmente hacerlo. En todo caso, va a ser un mecanismo 
completamente excepcional. En este sentido, creo que en lugar 
de exigir garantías complementarias, va a recortar en mucho 
las posibilidades prácticas de que este mecanismo, de demo- 
cracia directa, se exprese. 


En mi opinión, esta es la diferencia fundamental que tene- 
mos con este proyecto de ley y la razón por la cual lo vamos a 
votar negativamente. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR RUBIO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Desde ya, adelanto que va a ser 
una interrupción muy breve. 


Me gustaría recordar, para no dejarnos llevar por tradicio- 
nes que nos parecen ineluctables, que la Constitución de la 
República, en materia de referéndum, al igual que en iniciativa 
popular para una reforma constitucional, lo que fija es el plazo 
y número de adhesiones; no establece, en absoluto, cómo se 


29 de Junio de 2000 


debe lograr eso, o sea, si es con firmas o no. Como se decía 
hoy, el Uruguay tiene la tradición de levantar firmas, pero eso 
no lo establece la Constitución, sino que viene desde la época 
de la colonia y desde los tiempos en que los vecinos se agrupa- 
ban y en un cuaderno empezaban a firmar. De manera que eso 
no está establecido en la Constitución. Digo esto, porque cuan- 
do se dice que el artículo 21, en la redacción que propone este 
proyecto de ley, no hace más que recoger lo que dice la Cons- 
titución, no es así. Sí recoge el porcentaje y el plazo, pero el 
tema de que se recojan firmas no está contenido en la Constitu- 
ción. Tenemos un país de Derecho escrito, y a lo mejor de allí 
se puede sacar una deducción muy laxa; entonces, hay que 
buscar un mecanismo. Pero reitero que esto no está dicho en la 
Constitución, la que solo establece lo que tiene que ver con 
plazo, cantidad de adhesiones y excepciones a las leyes que no 
pueden ser impugnadas por referéndum. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- He terminado mi intervención. 
SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI- Señor Presidente: en principio, quie- 
ro aclarar que este proyecto de ley que estamos considerando 
en el día de hoy tiene como base -es casi un calco- una iniciati- 
va que presentó el Nuevo Espacio en 1998. Es decir que esa 
iniciativa tiene más de un año y medio de presentada, por lo 
cual es evidente que no tiene nada que ver con la coyuntura. 
Podemos decir, entonces, que para un Partido que notoriamen- 
te tiene menos Legisladores que los otros, una forma de ver la 
vida pública y hacer política es presentar iniciativas en torno a 
aquellos temas que considera que deben tener respuestas dis- 
tintas a las que pueden plantear las mayorías circunstanciales 
o, inclusive, las mayorías importantes o relativas, como es el 
caso del Frente Amplio, que en la última elección pasó a ser la 
minoría mayor. 


En aquel entonces, cuando se empezó a discutir en la vida 
pública del país el tema de los referendos, nos preguntamos si 
no habría nada para cambiar. Todo lo que estaba vigente en 
ese momento respecto a la legislación del referéndum, que es 
la actual, ¿está bien? Si nos abocamos a la tarea de legislar en 
esto, que significa legislar sobre los derechos de los ciudada- 
nos y, en este caso, el de referéndum, ¿hacemos mal? Cuando 
el señor Senador Nin Novoa dice que sería voluntad de parte 
de la fuerza política que integra cambiar, por ejemplo, las 
iniciativas a nivel departamental, que requieren de mil firmas 
para presentar determinados recursos y hacerlo según cierto 
porcentaje departamental, ¿está mal? ¿Lo piensa mal? ¿Lo ra- 
zona mal? Yo creo que lo razona bien. 
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Es diferente Flores que Montevideo; Cerro Largo que Mal- 
donado. Entonces, no somos más ni menos demócratas por 
abordar esta tarea y regular los derechos de los ciudadanos 
para hacerlos más efectivos, para que se puedan desarrollar, 
para jerarquizarlos; es decir, aunque en algún caso, como el 
del señor Senador Nin Novoa o el de quien habla, lo que 
intentamos es jerarquizarlos, ello no debería implicar, a priori, 
pensar que uno quiere perjudicar la democracia del país. 


Pero vuelvo a la pregunta que formulaba inicialmente. ¿Ha- 
bía o no cosas para hacer en este ámbito? Personalmente, creo 
que sí. Esta es la primera pregunta, señor Presidente, porque 
nosotros, en aquel momento, asistimos a la discusión parla- 
mentaria de enero de 1989. 


La legislación actual es inconstitucional porque, tal como 
plantearon con mucha brillantez aquellos Legisladores -algu- 
nos de los cuales notoriamente compartían con quien habla el 
partido político que se integraba-, si a los 180 días no se pre- 
sentaban los miles de firmas requeridas, después ya no se po- 
día plantear nada más. Me pregunto cómo es posible que la 
Constitución me diga que tengo un año para presentarme al 
Parlamento y recurrir una ley, y que una ley aprobada por ese 
mismo Parlamento me diga que dispongo de 180 días. No 
parece lógico. 


Entonces, una bondad que tiene este proyecto de ley es 
que, independientemente de las formas o de las otras vías -vías 
rápidas, como les decimos- que se pueden utilizar, mantiene la 
vía normal y permite que hasta el último día un señor Legisla- 
dor pueda presentar recursos contra las leyes. Todos sabemos 
que conseguir las firmas del 25% de los habilitados para votar 
es algo complejo, difícil y engorroso, pero no por eso vamos a 
cercenar un derecho que está contemplado en la Constitución. 


Por lo tanto, ante todo, esta iniciativa corrige, y eso me 
parece muy bien. Una vez hecho eso, es decir una vez que se 
utiliza la vía de la corrección, ¿no estamos, en cierta medida, 
tornando más pesado el mecanismo que está actuando? Efecti- 
vamente, y por eso planteamos un camino rápido. Es cierto lo 
que dice el señor Senador Rubio en cuanto a que al final del 
período de la legislatura pasada se planteó votar un proyecto 
de referéndum bien distinto al que estamos considerando. Sin 
duda, así fue, y nosotros no lo compartimos. Entonces, nobleza 
obliga, el Nuevo Espacio hizo un esfuerzo muy grande con 
todos los partidos políticos -no sólo con blancos y colorados, 
sino también con frenteamplistas- para acercar posiciones, al 
punto de que algunos Legisladores estuvieron dispuestos a 
acompañar la iniciativa si es que se le podía realizar alguna 
modificación. Sin embargo, en un organismo del Frente Am- 
plio se dijo que no. Pero también, nobleza obliga, estoy seguro 
de que si se hubiera propuesto alguna de las iniciativas que 
planteó el señor Senador Korzeniak, ahora estaríamos votando 
todos. 


¿Por qué decir no a que la Corte Electoral pueda recibir, 
con anticipación, firmas? ¿Cuál sería el problema? Si el Frente 
Amplio manifiesta su disposición a votarlo, entonces, la consi- 
deración de la iniciativa podría ser postergada hasta el próxi- 
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mo martes, cuando todos estaríamos votando. ¿Por qué no po- 
der hacer lo que el señor Senador Korzeniak planteaba en 
cuanto a que en la Corte Electoral también se pudiera firmar? 
Esto, independientemente de que, tal como ha dicho el señor 
Senador Pereyra, creo que si sólo lo remitimos a que se firme 
en la Corte Electoral o en las Juntas Electorales, la situación 
sería muy rígida. Entonces, ¿por qué no permitir los dos meca- 
nismos? Si el Frente Amplio estaría dispuesto a votar, ¿por 
qué no? Incluso, señor Presidente, si hubiera una observación 
con respecto a proyectos de ley anteriores, como ya dije, no 
tendría ningún problema. Esta iniciativa otorga una nueva opor- 
tunidad a aquellos para quienes ya venció el plazo de 180 días, 
aunque se trate de algo engorroso y complejo. Es claro que 
también hay quienes pueden señalar que algún proyecto de ley 
está por cumplir los seis meses, y justo ahora pretende apro- 
barse esta iniciativa; en fin, podemos crear alguna disposición 
al respecto. Es decir, no me parece que haya espíritu de perju- 
dicar o recortar derechos. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK.- Gracias, señor Presidente. Ante 
todo, quiero aclarar que, efectivamente, conocía que el origen 
O la base de este proyecto de ley provenía del Nuevo Espacio 
y, personalmente, no tengo la menor duda de que esa fuerza 
política no tenía intención de coartar ningún rumor de referén- 
dum que pudiera estar rondando por ahí. Entonces, que quede 
claro que eso es así. 


Por otro lado, ocurre que se produjo un hecho nuevo que 
ya algunos compañeros describieron. En la Comisión de Cons- 
titución y Legislación estuvimos durante un mes y medio o dos 
sin tratar ningún proyecto, es decir, “ensayando la agenda”, 
como mencioné en un momento, recurriendo a una frase de 
Echegoyen. Se trataba de ver qué agenda teníamos; cada uno 
de los miembros de la Comisión presentó prioridades y, al 
final, facultamos al señor Presidente de la Comisión para que 
él propusiera también una agenda de trabajo. La misma se 
elaboró, efectivamente. Luego, como dije, intempestivamente 
aparecieron tres proyectos que tenían en común un aspecto 
racional: venían ya con aprobación de la Cámara de Represen- 
tantes, pero con un apuro tremendo. Entonces, no se trató nin- 
guno de los puntos que figuraban en la agenda. Pedimos que la 
consideración de las tres iniciativas fuera postergada para la 
siguiente sesión de la Comisión -que, como es sabido, se reúne 
dos veces a la semana, si bien actualmente lo está haciendo 
sólo una vez, en forma temporal- pero no logramos el apoyo 
de los demás Senadores. Hoy, teniendo en cuenta el ambiente 
en el Senado, vamos a hacer la tentativa de solicitar una sema- 
na, no más, de modo que el día 4 de julio, en la sesión ordina- 
ria, tengamos la oportunidad de discutir lo que hace un mo- 
mento planteaba el señor Senador Michelini. Es decir, a lo 
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mejor corregimos algún defecto a esta iniciativa, le agregamos 
alguna cosa, y quizás podamos lograr un acuerdo. Antes, con 
osadía, se me ocurrió que podría, por ejemplo, proponer tal o 
cual aditivo, pero realmente sería necesario que conversáramos 
sobre ello a nivel de la Bancada, de modo de llegar a una 
opinión más racional y sistemática acerca de un tema tan im- 
portante como éste. 


Eso era cuanto quería decir y agradezco al señor Senador 
Michelini el haberme concedido la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Por mi parte, no tengo ningún pro- 
blema en votar hoy -luego de que hagan uso de la palabra las 
señoras y los señores Senadores que deseen hacerlo- un cuarto 
intermedio hasta el próximo martes o hasta cuando correspon- 
da, y trabajar en este tema. 


No integro la Comisión de Constitución y Legislación, por 
lo que ignoro cómo fue el proceso; no tengo ninguna duda de 
que lo que cuenta el señor Senador Korzeniak es así, porque él 
sí la integra. Digo que en la Cámara de Representantes se 
hicieron intensos esfuerzos para llegar a un acuerdo, no sólo 
por parte del Nuevo Espacio, sino también por parte de blan- 
cos, colorados y frenteamplistas. Como es sabido, los acuerdos 
a veces se dan y otras no. Ahora bien; nuestro Partido presentó 
hace un año y medio un proyecto de ley que ahora se recoge 
íntegro, salvo por algo a lo que luego me voy a referir. Enton- 
ces, no vamos a dejar de presentar iniciativas políticas, sino 
que vamos a seguir planteando cosas y tratando de convencer a 
los demás Legisladores, tanto en este ámbito como en el de la 
Cámara de Representantes. 


Reitero que no tengo ningún problema en no votar el pro- 
yecto hoy; estaría dispuesto a dejar eso para la sesión del 
próximo martes y avanzar ahora en la discusión, para ver si 
logramos ponernos de acuerdo en relación con otros temas. 


Declaro que había que cambiar otras cosas y no sólo el 
aspecto inconstitucional que tenía esta iniciativa. Es decir que 
desde el inicio era inconstitucional, porque cercenaba un dere- 
cho, pero también había otros temas, como por ejemplo el de 
los feriados. Nos guste o no, con muy poquitas firmas, se 
podía elaborar proyectos de ley hasta de una escuela; es cierto 
que eso no se dio, tal como señaló el señor Senador Nin No- 
voa. Pero, ¿para qué desjerarquizar la democracia? 


Recuerdo que cuando se vencía el plazo de un año, se 
decretaba un feriado, y doce o quince mil firmas podrían estar 
decretando feriados en el futuro. No me parece que esto sea 
bueno para la democracia y, por lo tanto, habría que corregir- 
lo. Personalmente creo en los derechos, señor Presidente, pero 
considero que tienen que estar regulados para jerarquizar la 
democracia, no como el sistema menos malo -como alguien 
puede plantear-, sino como un sistema realmente bueno. Digo 
esto porque, independientemente de que soluciona los proble- 
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mas y los conflictos a través del voto y no a los tiros, tiene una 
virtud muy importante, que es la tolerancia y el respeto al 
diferente. En la democracia, el diferente es respetado, y no hay 
ningún otro sistema que tenga esa característica. Sólo en la 
democracia se puede construir un ordenamiento jurídico que 
respete a los sin voz, y por eso la defiendo. Incluso, las mino- 
rías que ayer no se consideraban, hoy son tenidas en cuenta. A 
principios de siglo, por ejemplo, la mujer, los indígenas y la 
opción sexual no contaban, pero la democracia ha ido avan- 
zando y ha ido logrando que los sin voz encuentren voz. Por 
eso defiendo la democracia y considero que hay que regular 
los derechos que tienen los ciudadanos. 


El señor Senador Rubio aludió en su exposición a otro 
aspecto en el que quizás tenga razón; quizás nos equivoque- 
mos nosotros -le reconozco su inteligencia, su capacidad y su 
coraje- y, en ese caso, lo voy a decir aquí, pero me parece que 
el nivel de firmas que se exigía era demasiado bajo y nos hacía 
correr el riesgo de que se desjerarquizara el instrumento. 


SEÑOR RUBIO.- ¿Me permite una interrupción, señor Se- 
nador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RUBIO.- El problema es que no tuvimos ni siquie- 
ra la oportunidad de hacer un intercambio. Yo estoy de acuer- 
do con que el nivel de firmas que se requería era demasiado 
bajo; lo que digo es que creo que en esto hay un error muy 
importante, porque la unión del incremento del número de fir- 
mas con el cambio de procedimiento va a generar un gran 
problema. 


Me gustaría poder discutir todos estos temas en el ámbito 
de la Comisión y hacer allí algunas consultas técnicas. Se trata 
de otro procedimiento por el cual el asunto puede volver al 
Plenario, pero después de un plazo razonable. Le pido al señor 
Senador Michelini que imagine cuál es nuestra situación: el 
proyecto ingresa sin estar en el orden del día y en una hora se 
termina su discusión. Ni siquiera hay una mayoría para hacer 
un informe; es un proyecto que sale con dos informes en mino- 
ría, con tres firmas cada uno. A las cuarenta y ocho horas se 
cita a sesión extraordinaria y se anuncia que ya se va a votar. 
Esto es “la aplanadora de los votos”; no tiene otra lectura de 
nuestra parte. Además, se advierte que no se va a aceptar nin- 
guna modificación en relación con lo que aprobó la Cámara de 
Representantes. Tenemos el antecedente de lo que sucedió con 
una ley mucho más importante, a la cual se le dio el carácter de 
urgente consideración y tampoco se le admitieron modificacio- 
nes. Entonces, de todo esto vamos extrayendo conclusiones, 
que no son buenas desde este punto de vista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 
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SEÑORA ARISMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Se- 
nadora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Quisiera hacer simplemente una 
pregunta, de las que van surgiendo en la medida en que uno 
puede profundizar un poco más en el proyecto. 


Me surge una duda de interpretación, que no sé si el señor 
Senador Michelini -que fue parte de la propuesta-, o algún otro 
señor Senador, me puede explicar. Cuando el artículo 1” esta- 
blece que se sustituye el artículo 21 de la Ley N* 16.017, dice 
que el recurso de referéndum contra las leyes podrá interpo- 
nerse por el 25% del total de inscriptos habilitados para votar, 
dentro del año de su promulgación, cumpliendo determinados 
requisitos, que se enumeran a continuación. Más adelante se 
establece que la Corte Electoral dispondrá de un plazo de cien- 
to cincuenta días hábiles a partir del momento en que se cum- 
pla el año, no antes; por lo menos es lo que yo entiendo. 
Concretamente dice lo siguiente: “La Corte Electoral dispon- 
drá de un plazo de ciento cincuenta días hábiles, contados a 
partir del vencimiento del año de la promulgación de la dispo- 
sición legal objeto del recurso, para calificar la procedencia 
del mismo”, etcétera. Es decir que dentro del año se presenta 
el 25% para recurrir la ley, y la Corte Electoral después tiene 
ciento cincuenta días hábiles, pero a partir del vencimiento del 
año de su promulgación. Eso es lo que dice el texto. Entonces, 
si yo entiendo bien, dentro del año se presenta el recurso, pero 
hasta que se cumpla ese año, la Corte Electoral no puede expe- 
dirse; tiene que hacerlo a partir de que se cumpla el año de la 
promulgación y desde ese momento tiene ciento cincuenta días 
para expedirse. Me parece que hay un error o es un absurdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- No tengo ningún problema en que 
se le hagan modificaciones al articulado en particular. La ob- 
servación que realiza la señora Senadora Arismendi, para mí 
es muy clara: hay toda una trayectoria y una tradición de la 
Corte Electoral en el sentido de que, cuando se llega a las 
firmas correspondientes, se convoca a un plebiscito. La inten- 
ción en este caso es que, si transcurrido el año, la Corte Elec- 
toral sigue dando vueltas, como ocurrió en el año 1987, tiene 
un límite máximo para expedirse, y si no abre juicio dentro de 
ese plazo, el plebiscito queda automáticamente convocado y, 
por lo tanto, los ciudadanos son llamados a las urnas para 
referirse a la ley sobre la cual se ha interpuesto un recurso. 


Quizás el texto no sea el más inteligente y claro, pero insis- 
to: lo que estamos pretendiendo es que cuando se presenta un 
recurso por la vía normal -que es muy engorrosa y compleja-, 
se generan todas las situaciones que se produjeron durante el 
trámite del recurso presentado contra la ley de impunidad -no 
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tengo ningún problema en decir la palabra-, y pasan los meses 
y no hay respuesta de la Corte Electoral, entonces el Organis- 
mo tiene un plazo máximo y, si no abre juicio antes de la fecha 
en que se vence, queda convocado el plebiscito. Creo que esta 
es una medida muy positiva, porque lo peor que le puede pasar 
a la ciudadanía es que, habiéndose llegado a una enorme canti- 
dad de firmas, se genere la suspicacia de que no se quiere 
convocar el plebiscito. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Agradezco al señor Sena- 
dor Michelini la interrupción que me concede. 


En aras de colaborar con la interpretación correcta de este 
proyecto de ley que está a consideración del Senado, quiero 
señalar que creo que esta disposición fue prevista para la hipó- 
tesis de la vía normal, referida al 25% de la ciudadanía, y en la 
medida en que el recurso sea presentado al completarse el año. 
Me da la impresión de que quienes redactaron el proyecto de 
ley -yo no he participado de ese proceso, y además el señor 
Senador Michelini aclara que fue su fuerza política la que lo 
redactó- pensaron en las dos vías. Por un lado, está la vía 
normal, que es la más difícil y compleja, porque requiere el 
25% del total de inscriptos habilitados para votar a fin de que 
se pueda interponer el recurso. Precisamente, porque es una 
vía compleja y difícil, por lo general lleva prácticamente todo 
el año desde la promulgación de la ley, y quienes deseen pre- 
sentar el recurso seguramente van a llegar casi sobre el final 
del plazo. 


Es por eso que allí se prevé que la Corte Electoral tenga un 
plazo máximo para pronunciarse. Honestamente, la interpreta- 
ción correcta de la disposición es que la Corte tiene 150 días, 
más allá de que el texto es claro en cuanto a que el plazo rige a 
partir de la promulgación de la ley. Insisto en que quienes 
redactaron el proyecto de ley pensaron en la vía normal, que es 
más difícil y compleja y que es un recurso que se presenta 
prácticamente sobre la finalización del plazo del año de pro- 
mulgación de la ley. 


A su vez, para la vía rápida, donde se exige una cantidad 
mucho menor de habilitados para votar -apenas el 2%- se pre- 
vé un plazo diferente, ya que hay que interponer el recurso 
dentro de los 150 días. 


Tal vez esto pueda contribuir en algo a la interpretación 
correcta de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Senador 
Michelini. 
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SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: no tengo ningún 
problema en que en la discusión particular se corrijan todas las 
redacciones, ya que nosotros no creemos que una Cámara deba 
votar lo que aprueba la otra. Todos somos seres humanos y 
puede haber errores. 


Lógicamente, quien se presenta por la vía normal va a lle- 
gar hasta el último día del plazo, porque cuantas más firmas 
presente más cubierto estará ante el desecho de firmas repeti- 
das o no legibles. Entonces, aunque se tenga las 700.000 fir- 
mas que se necesitan -de acuerdo con el padrón electoral ac- 
tual-, se tratará de llegar a la mayor cantidad posible. Por lo 
tanto, en este caso no se cambia nada. 


Me voy a referir a la forma en que se concibió este proyec- 
to. Se planteó la pregunta de si había problemas o no; se dijo 
que sí los había, por lo que era necesario corregirlos. Enton- 
ces, el proyecto se armó con la siguiente concepción, indepen- 
dientemente de que otros señores Senadores muy respetables 
digan que no están de acuerdo y que no lo van a votar porque 
quieren otra cosa. En primer lugar, se debe preservar el dere- 
cho de los ciudadanos en el sentido de que hasta el último día 
se pueden presentar todas las firmas y poner en marcha el 
mecanismo del artículo 21 o de su sustitutivo; en segundo 
término, se busca una vía rápida, porque si estamos hablando 
de un tema que trasciende, que conmueve, debe ser posible 
solucionar rápidamente los conflictos. ¿Por qué hacer esperar 
un año a todos los ciudadanos, si podemos resolver el conflicto 
de otra manera? Eso es lo que pretendemos. En esa vía rápida 
se pone un plazo de ciento cincuenta días -es cierto que perso- 
nalmente hubiera preferido poner un plazo de ciento ochenta 
días, pero es parte de la negociación- y una sola convocatoria 
que entra dentro de determinadas fechas, a partir de que la 
Corte Electoral verifica el nivel de firmas. En nuestro proyecto 
habíamos previsto una cantidad de firmas del 2.5% del padrón 
electoral, pero cuando se insistió con el tema de la impresión 
dígito pulgar, con toda la dificultad que ello implica, se aceptó 
la propuesta de bajar el porcentaje al 2%. Creo que es una 
reducción importante en la recolección de firmas. Todos reco- 
nocemos que el 0,5% que se exige actualmente es bajo y que 
hay que subirlo. Naturalmente, algunos podrán creer conve- 
niente el 1%, el 1,5% o el 2%, pero eso es parte de la discu- 
sión. Puede ser que dentro de seis meses le diga al señor Sena- 
dor Rubio, acá o en público, que tenía razón, pero se debe 
aceptar que ahora estamos en la discusión y que el nivel de 
firmas y adhesión de voluntades es discutible. A nosotros no 
nos gusta la inclusión de la impresión dígito pulgar para el 
25% ni para el 2% de las firmas; ese es el tema que nos parece 
más cuestionable, pero se acordó en la negociación y por eso 
propusimos el 2% en lugar del 2,5%. De todas formas, el gran 
problema no es la discusión que tenemos con los otros partidos 
sobre la firma dígito pulgar; el gran problema lo tenemos con 
la Corte Electoral. Nuestro conflicto con la Corte es histórico, 
desde la propia existencia del Nuevo Espacio, porque ésta en- 
tiende, por unanimidad, que la única garantía de la voluntad 
del ciudadano, además de la firma y del número y la serie de la 
credencial, es la impresión dígito pulgar. Cabe destacar que en 
la Corte Electoral hay miembros de los tres partidos mayorita- 
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rios que, en este caso, afirman que la única forma de verificar 
“in totum” la voluntad del ciudadano es con la impresión dígi- 
to pulgar. Nosotros consideramos que no, pero la discusión es 
con la Corte y no con los otros partidos. Si ésta nos hubiera 
ayudado, tal vez hubiéramos podido convencer a los otros par- 
tidos de que se puede identificar la voluntad de los ciudadanos 
con la serie y el número de la credencial, el nombre y, por 
supuesto, la firma, que es la expresión de voluntad. En ese 
sentido, estoy de acuerdo con el Diputado Martín Ponce -se- 
gún lo que leí de la versión taquigráfica- que expresa una serie 
de reparos que seguramente nos hará ahondar en la reglamen- 
tación al respecto. Estoy de acuerdo con el Diputado Martín 
Ponce no sólo porque él lo vivió en carne propia, sino porque, 
en cierta medida, es un idóneo al respecto. Antes de llegar a la 
firma dígito pulgar, o sea, a la expresión verificada con el 
pulgar, tenemos una serie de trámites anteriores tan engorrosos 
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como aquél, porque cuando se sale a buscar la firma, una “v 
puede ser una “u”, una “e” una “g”, una “y” una “j”, o vicever- 
sa. Por ejemplo, si el señor Senador Carlos Julio Pereyra fir- 
ma, cuando se va a verificar su serie y número se va a buscar 
la que se aproxima más y no la similar; es decir que se va a 
verificar la “]” y se desprecia la “y”. Entonces, como no apare- 
ce el nombre de Carlos Julio Pereyra, desechan la firma, cuan- 
do en realidad debería verificarse una y otra serie y número. 


Tal vez debamos legislar sobre eso. 
SEÑOR FAU.- Pido la palabra para una moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FAU.- Solicito que se prorrogue el tiempo de que 
dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
- 23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Ese tema lo tenemos hoy con 10.000, 
12.000 ó 14.000 firmas, o con las que pide este proyecto de 
ley. La impresión dígito pulgar también la prevé la ley vigente, 
lo que sucede es que la Corte Electoral no lo hace aplicar y 
mira para el costado. Para mí esto es bárbaro, porque estoy en 
contra de ello, pero no es bueno que la Corte Electoral no 
aplique una ley; no parece lógico que, como es engorroso y 
complicado, no lo haga. 


Dado que los señores Representantes han trabajado en esto, 
y que por una picardía parlamentaria el Nuevo Espacio tiene 
un solo Senador, sería bueno que los Representantes pudieran 
colaborar y que, concretamente, el señor Diputado Martín Pon- 
ce aporte algunos datos sobre cómo regimentar mecanismos 
que permitan que la voluntad de ese ciudadano sea respetada. 
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Si alguien puso una “y” que se parece a una “j”, no es posible 
que no se verifique si es una “y”. Hay que encontrar algunos 
mecanismos para darle claridad a esto, y seguramente el señor 
Diputado Martín Ponce -mejor que yo y que muchos de los 


que estamos acá- podría aportar mucho. 


Naturalmente, soy muy duro con los partidos tradicionales 
cuando creo que debo serlo, pero cuando el Partido Colorado 
y el Partido Nacional están intentando votar -supuestamente 
contra los intereses que yo defiendo, aunque siendo del partido 
con menor representación popular y parlamentaria no puedo 
adjudicarles esa intención- el proyecto que presentó el Nuevo 
Espacio, sería ilógico serlo. 


Entonces, lo que digo es que no se puede adjudicar inten- 
ciones cuando, en mi opinión, no sólo no las hay, sino que se 
están poniendo de manifiesto una voluntad y una amplitud que 
hace cuatro o cinco meses no se tenían, a pesar de que muchos 
de los Legisladores somos los mismos, aunque otros han cam- 
biado. 


Todos sabemos que la cantidad de firmas es muy baja y 
que hay que aumentarla: hay quienes pensarán que al 1%, no- 
sotros nos inclinamos por el 2%, pero esos porcentajes son 
algo que está en el orden de lo discutible y quizás ellos tengan 
razón y el equivocado sea yo. Me parece que todos queremos 
al país y sabemos que los derechos de los ciudadanos tienen 
que estar regulados sensatamente. No quiero, señor Presiden- 
te, para este Gobierno, para el próximo o para otro posterior 
-quizá algún día le corresponda el Gobierno al Nuevo Espacio 
y ojalá que sea pronto-, que haya un sistema que pueda generar 
distorsiones y, llegado el caso, utilizarse con mala fe. Eso no 
ha sucedido hasta ahora. Si mañana las mayorías son otras, si 
este sistema se ha jerarquizado y si no se llega al 2% -estaría- 
mos hablando de entre 46.000 y 48.000 firmas válidas- sería 
otra cosa. No estamos hablando del volumen que nos tocó 
juntar a quienes impugnamos la Ley de Caducidad o de Impu- 
nidad; no estamos hablando de 700.000 firmas, sino de 50.000. 
Tanto los jubilados como el PIT-CNT u otras entidades, si 
tienen la voluntad de juntar las firmas, pueden llegar a una 
cifra mucho mayor que ésa. Tampoco tengo dudas de que cual- 
quiera de los partidos que estamos acá, ante un tema que nos 
conmueve, si queremos aplicar este sistema, vamos a juntar 
muchas firmas más. Entonces, no siento para nada que estoy 
cercenando un derecho, porque si el tema tiene entidad, las 
firmas están. De todos modos, me parece que tenemos que 
aprender de aquel sistema que no estaba regulado, que era 
engorroso y que generó todo este tipo de situaciones, que se 
reguló con problemas de constitucionalidad y otros más que 
mencioné en mi intervención. Quizás dentro de dos o tres años 
se puedan hacer correcciones y ojalá que el señor Representan- 
te Martín Ponce, o cualquier otro, rápidamente puedan hacer 
algunas correcciones, no a este texto, sino al procedimiento de 
verificación de la voluntad ciudadana para poder tener más 
garantías. Esas no serían correcciones sino garantías adiciona- 
les. De esa manera tendremos un sistema que, sin importar 
quién gobierne, estará jerarquizado y se usará bien. Luego se 
verá si en lugar del 2% la experiencia nos demuestra que debe 
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ser el 2,5% o el 1,5%. Ninguno de los presentes puede asegu- 
rar que esa valla que hoy se pone en forma discrecional, maña- 
na, en esta o en otra Legislatura, no se pueda cambiar. Para 
ello, muchos de los presentes, si somos reelectos, veríamos 
cómo reunir las voluntades para afinar el lápiz y para que el 
sistema tuviera la jerarquía que pienso que todos -aunque ha- 
blo por mi partido, señor Presidente- le queremos dar. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: no pensábamos ha- 
cer uso de la palabra, pero la verdad es que a esta altura de la 
discusión no dejan de resultarnos paradójicas todas las dificul- 
tades que tenemos en encontrarnos, cuando estamos discutien- 
do mecanismos democráticos -si bien ellos son de democracia 
directa-, para procesar el tema mediante un estudio adecuado. 
Me parece que se hace perentorio que tengamos una instancia 
que nos permita mejorar una serie de mecanismos que han 
dificultado enormemente la aplicación de estos institutos, apre- 
ciando los antecedentes históricos a los que los compañeros de 
Bancada han hecho referencia. 


En un momento en que se está tratando de mejorar este 
procedimiento, nos llama la atención que no estemos tomando 
en cuenta el siguiente aspecto. Tal vez algún señor Senador me 
pueda decir que está contemplado en otro lugar, pero la verdad 
es que de la lectura que hice de este material, no lo pude 
encontrar. Si ello fuera así, pediría las disculpas del caso ante 
la aclaración que se me realice. 


Estamos diciendo que la democracia es participación, que 
debe tender a permitir la participación de todos. Si se quiere 
lograr alguna perfección, como podría ser mediante un aumen- 
to numérico, sea en aras de mejorar el instituto. Obviamente 
que esto es opinable, al punto de que algunos pensamos que se 
dificulta el objetivo a lograr. Por ejemplo, cuando el artículo 
1? de este proyecto sustituye el artículo 21 de la Ley N* 16.017, 
el numeral 1) establece: “La comparecencia deberá realizarse 
por escrito ante la Corte Electoral, estampando la impresión 
dígito pulgar derecho y la firma de los promotores”. 


De pronto, será por un defecto profesional, pero me llama 
la atención que, eventualmente, no se establezca alguna otra 
alternativa, pues la pérdida del pulgar derecho no deja de ser 
un accidente laboral muy frecuente en el país. Recuerdo que, 
en su momento, la Corte Electoral emitió circulares que deter- 
minaban que si no existía el pulgar derecho, se podía hacer la 
impresión del pulgar izquierdo, e incluso mencionaba alguna 
otra alternativa. No digo que en una ley haya que contemplar 
todas las excepciones pero, de alguna manera, hemos visto las 
situaciones que en determinadas instancias se han planteado. 
Por ejemplo, tengo presente la paradigmática situación que se 
planteó desde enero de 1987 a abril de 1989, en que estuvimos 
con un recurso interpuesto, lo que no era beneficioso absoluta- 
mente para nadie. Obviamente, como organismo que debía re- 
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gir el acto, la Corte Electoral hizo una serie de interpretaciones 
que merecieron la interposición de varios recursos, pero como 
ellos eran inapelables, se procedía de acuerdo con la interpre- 
tación que en ese momento daba el referido organismo. No 
quiero decir que la Corte Electoral no vaya a tener elementos 
de juicio y no vaya a ser imparcial; simplemente, planteo difi- 
cultades que fueron objetivas y que se dieron. 


Por consiguiente, en la medida en que varios señores Le- 
gisladores traen este planteo con la urgencia que se ha señala- 
do, para tratar de perfeccionar el procedimiento, me pregunto 
s1 no podríamos ser un poco más amplios y establecer algún 
elemento mediante el cual no haya necesidad de recurrir a 
mecanismos que le pidan a otro organismo -la Corte Electoral- 
que disponga de ellos y los determine. Me parece que si habla- 
mos de democracia, de alguna manera estamos hablando de la 
participación de todos y, por ende, también nos referimos a 
aquellos que tienen capacidades diferentes -en este caso físi- 
cas- para poder cumplir con un requisito tan elemental como 
puede ser el de ejercer un mecanismo de democracia directa. 
Creo que muchas veces esa sensibilidad se expresa, por ejem- 
plo, mediante la colocación de una rampa para que los disca- 
pacitados puedan acceder a este Palacio Legislativo, o de un 
semáforo para no videntes. Entonces, si estamos perfeccionan- 
do un mecanismo de democracia directa, bien podemos con- 
templar lo que es una realidad numéricamente muy significati- 
va, sin dejar librada su solución a otro organismo. Creo que 
somos nosotros quienes debemos tener la responsabilidad de 
prever eso. Es importante que le demos el mayor contenido 
posible a esa sensibilidad a la que me refería, para que la 
democracia sea, efectivamente, participación de todos. 


Tal vez este tema esté planteado en otro lugar, pero since- 
ramente no lo encontré. Asimismo, debo decir que me hago 
eco de los planteos realizados por los demás compañeros de la 
Bancada, así como también de algunas situaciones, como la 
referida por la señora Senadora Arismendi, en cuanto a que en 
la página 2 del proyecto se hace referencia al inciso que habla 
de que la Corte Electoral dispondrá de un plazo. Obviamente, 
habrá que corregir esa redacción porque no resulta para nada 
clara. 


En definitiva, adhiero al mecanismo de democracia directa, 
a su simplificación y a la posibilidad de que todos sean partíci- 
pes, pues enriquece el procedimiento democrático. Hay una 
serie de aspectos que, más allá de que los números sean mayo- 
res Oo menores, determinan la posibilidad de que el mecanismo 
sea utilizado en forma cabal. Obviamente, creo que esto no 
puede vincularse, de ninguna manera, a eventuales hechos po- 
líticos recientes. Como partidaria de la democracia, también lo 
soy de la alternancia en el poder, y creo que lo que hoy se 
legisle vale para un recurso que pueda plantearse en la opinión 
pública o en algunos sectores ahora, así como en cualquier 
gobierno que alterne en el libre juego de la democracia de este 
país. 


Por estas razones, entiendo que estos aspectos deberían 
estar más allá de los intereses sectoriales y que aquí debemos 
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tender a perfeccionar este y otros mecanismos de democracia 
directa. 


SEÑOR MUJICA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MUJICA.- Señor Presidente: no quiero que los 
ñoquis se le enfríen a nadie, pero alguna vez tenemos que 
confesarnos. Estoy seguro de que estoy en absoluta minoría, 
incluso dentro de mi Bancada. Le tengo ínsita desconfianza al 
concepto de representación. Pienso que nadie representa a na- 
die y que apenas representamos mal algunos intereses. Estoy 
convencido de que el hombre es irrepresentable, casi por peti- 
ción de la naturaleza. 


Soy afecto a este recurso, que desde el punto de vista prác- 
tico histórico ha funcionado como una válvula de escape, como 
un organizador de la expresión encauzada de las tensiones de 
la sociedad. Ello no es poca cosa. Aunque esto nos cause dolo- 
res de cabeza, concuerdo con el actual Presidente cuando algu- 
na vez le hablaron de los gastos y dijo que lo que se gasta en 
democracia está bien gastado. Miren qué paradoja. Creo que el 
hombre contemporáneo, que ha descubierto en Occidente la 
democracia representativa, entre otras cosas, es bastante orgu- 
lloso de la democracia, que es vieja como el hombre. Y el que 
quiera ver democracia antropológica, con una vuelta por una 
aldea quechua se va a dar cuenta de que hace rato existen 
formas de democracia y también de violaciones de ella. Por 
eso pienso que lo mejor de la democracia como filosofía es 
que no se reconoce perfecta, sino casi crónicamente percepti- 
ble y mejorable. 


Adhiero a la idea del cambio, pues me doy cuenta de que en 
esta materia teníamos excesos, ya que bastaba que un cuadro de 
fútbol se organizara un poco para juntar las firmas. Sin embargo, 
me parece que esto tiene un tono excesivamente restrictivo. Me 
puedo equivocar, pero pienso que ahora vendrán, en el camino 
de perfeccionar la democracia, los medios contemporáneos que 
están apareciendo, y tal vez dentro de cincuenta años haya un 
grado de participación posible -por lo que está despertando la 
tecnología- que hoy ni siquiera podemos soñar. Pienso que ten- 
drá que venir porque uno, a pesar de todo, cree en el hombre. 
Entonces, no es poca la importancia que tuvieron, en la génesis 
de este país y en la expresión subliminal de lo que significamos 
término medio los orientales, ciertas tradiciones. Aquí hubo quien 
peleó por el diario a vintén y quien soñó con la politización y 
participación de la sociedad por el invento del comité. Segura- 
mente que se soñó, pero luego la reforma constitucional del año 
1917 y los reiterados procesos electorales que hubo a lo largo de 
esa década, contribuyeron enormemente a cambiar las caracte- 
rísticas del viejo país púrpura. No es casualidad que el pueblo 
uruguayo, en el contexto comparativo, tenga un nivel bastante 
grande de participación, de politización y de preocupación por 
las cuestiones políticas, muy superior al término medio que exis- 
te en América Latina. Es que somos hijos de una cultura y de un 
proceso histórico. 
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Por ello, le doy a la institución referéndum, con todos los 
excesos que pueda tener, el carácter de herramienta que contri- 
buye al desarrollo y a la preocupación política de nuestra so- 
ciedad, mucho más cuando es agredido en medio de una socie- 
dad de consumo donde cunde el “no te metás”, el “que cada 
cual haga la suya” y donde tenemos que obligar a la gente a 
que vaya a votar. Creo que es una herramienta indirectamente 
politizadora porque mete la cuestión nacional arriba de la mesa 
y hay que discutirla en los boliches. 


Como ya dije, me duele el carácter un tanto restrictivo de 
este proyecto. Quisiera que en el horizonte esto fuera una opor- 
tunidad a la Suiza. Presencié en Suiza un plebiscito donde se 
resolvió nada menos que la permanencia de un ejército secreto. 
Resulta que cuando se destapa el tarro, se resuelve que la gente 
es la que debe decidir, y la gente decidió que siguiera existien- 
do. 


Repito que no quiero enfriarle los ñoquis a nadie y creo 
que ya hay una posición sobre este tema, aunque hubiera que- 
rido más tiempo para intimar un poco y quién sabe si no se 
hubiera podido llegar a una forma de consenso. 


Debido a como están las cosas, quiero cerrar esta pequeña 
exposición con lo siguiente: no nos conviene, como nación, 
taponear las tensiones; lo que nos corresponde es organizarlas 
para que se expresen. Si se coarta este camino, ¿cuál es el que 
nos queda? ¿Cómo expresar esa forma de resistencia? ¿No 
pagando impuestos o haciendo otras cosas por el estilo? En- 
tonces, quisiera que este mecanismo funcionara, porque nos 
sirve a todos, hasta a los que estamos acostumbrados a perder. 
En política hay que entender algo que es sabio: a veces hay 
que pelear porque no hay más remedio. Quienes pertenecemos 
a los espacios políticos no manejamos un “Volkswagen” que 
se puede doblar, manipular y meter en cualquier parte, sino 
que nos movemos dentro de cierta realidad en la que no pode- 
mos hacer lo que queremos. 


Creo que este tipo de mecanismo también ayuda a encauzar 
esas tensiones. Que no nos vaya a pasar como al mal jugador 
de casín, que hace muchos tantos porque tiene un pasabola, 
pero después queda la bola mal parada. También hay que jugar 
al quede. 


Muchas gracias. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: formulo mo- 
ción para que el Senado pase a cuarto intermedio, pues tene- 
mos actividades políticas marcadas con antelación; incluso, al- 
gunos compañeros ya se han tenido que retirar. Nos gustaría 
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levantar ordenadamente la sesión, por lo que esperaríamos que 
el Cuerpo tuviera a bien votarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
- 8 en 25. Negativa. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: después de esta 
muestra de tolerancia que ha dado el Senado de la República, 
sobre todo con los señores Senadores que ahora ingresan a 
Sala fuera del debate, nos vamos a retirar. ¡Que sigan discu- 
tiendo y votando aquellos que no han tenido consideración con 
una fuerza política como para votar un cuarto intermedio por 
razones de actividades políticas! 


Buenas noches. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 

SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY-.- Señor Presidente: propongo la 
supresión de la lectura, habida cuenta de que los señores Sena- 
dores conocen ampliamente el texto. Además, si no se solicita 
desglose, pediría la votación en bloque de los artículos. O sea 
que primero habría que votar si se acepta el procedimiento, 
luego la supresión de la lectura y, en tercer lugar, si fuera de 
aceptación por todos, habría que aprobar el articulado. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el procedimiento propuesto por el señor Senador 
Atchugarry. 


(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se va a votar si se suprime la lectura de los artículos. 
(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 
1? a 3” inclusive. 


(Se votan:) 
- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


S) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos a con- 
siderar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 53 minutos, presidiendo el 
señor Senador José Luis Batlle y estando presentes los seño- 
res Senadores Atchugarry, Carminatti, Correa Freitas, Chie- 
sa, Chiruchi, Fau, Garat, García Costa, Heber, Michelini, 
Millor, Pereira, Pereyra, Riesgo, Sanabria, Sanguinetti, Sin- 
ger y Virgili). 
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